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DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La ,SüPrema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

ti) 

\N 
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gado por la lei, si no hai parte civil no se dispondrá el envío 
del asunto a ningún tribunal. - 

Por tales motivos casa la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de ESpaillat 
de fecha trece de diciembre de 1919, en cuanto a las conde-
naciones pronunciadas contra Francisco Peralta. 

(Fdos) R. J. Castillo.— Augusto A. Jupiter.— A. 
Woss fy D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. Monto-
lío.— M. de J. González M.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces ique arriba figuran en la audiencia pública del 
día trece de julio de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

(Firma,do) : Eug. A. Alvarez. ; 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Timoteo Lugo, mayor de edad, agricultor, con su domicilio 
i residencia en la Común de Higüey, contra sentencia dicta-
da en fecha trece de marzo de mil novecientos veinte, por la 
Alcaldía de la Común de Higüey, aue condena al señor Oguis 
Pueriet a pagarle la suma de auince nesos oro en calidad de 
daños causa'dos en su propiedad por unos cerdos del señor 
Pueriet. 

Vista él acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Alcaldía de fecha quince de marzo de mil 
novecientos veinte: 

Oído: el Informe del Magistrado Juez Relator ; 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Francisco Peralta, mayor de edad, soltero, comerciante, do-
miciliado i residente en Salcedo, contra sentencia del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, 
de fedha trece de diciembre de mil novecientos diez i nueve, 
que le condena a sufrir la pena de tres meses de prisión co-
rreccional, treinta DeSOS oro de multa i pago de los costos, 
por el delito de sustracción de una menor ; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Espaillat, en feoha trece de diciembre de mil nove-
cientos diez i nueve; 

Oído.: el informe del Juez Relator; 

Oído: al Doctor Angel Ma. Soler, en representación 
del Licdo. M. de J. Viñas, abogado del recurrente, en su es-
crito i conclusiones; 

Oído: el ditacmen del Magiátrado Procurador de la Re-
pública. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vis-
tes los artículos 355 reformado del Código penal i 47 de la 
Lei sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando: que es un hecho constante en la senten-
cia impugnada aue Ovidio Rodríguez sustrajo de la casa pa-
terna a la menor Juana de Jesús Rodríguez i la llevó a la 
casa de la señora Irene García; —que sienao así, si el he-
cho constituia el delito prescrito por el artículo 355 refor-
mado del Código Penal, no fué cometido Dor Francisco Pe-
ralta, i el Juzgado de lo correccional de Espaillat violó di-
cho artículo al condenar a Francisco Peralta por el delito de 
sustracción de la menor Juana de Jesús Rodríguez; 

ansiderando: que el artículo 47 de la Lei sobre Pro-
ced:miento de Casación dispone que cuando se anulase el fa-
llo porque el heeho que dió lugar a la condenación es casti- 
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La Suprema Corte de Justicia. después de haber delibe-
rado i vistos el artículo 76 de la Lei de Policía i la Orden Eje-
cutiva NO. 301 que inSclifica los artículos 148 del Código de 
Procedimiento Criminal i 71 de la Lei sobre Procedimiento 
de Casación. 

Considerando: que el señor Oguis Pueriet fué sometido 
a la Alcaldía. de la Común de Higüey en funciones de Juzga-
do de Simple Policía, inculpado de haber infrinjido el pá-
rrafo 10 del artículo 76 de la Lei de Policía por tener sueltos 
algunos cerdos, los cutales causaron daño en labranzas del 
señor Timoteo Lugo. 

Considerando: que el recurrente fué reconocido por el 
Juez del fondo culpable de la infracción por la cual se. le per-
siguió. 

Consid'erando: que el artículo 76 de la Lei de Policía 
modificado por la Orden Ejecutiva No. 301 'dispone que se 
castigará con la pena de cinco pesos oro de multa a los que 
infrinjieren la prohibición de tener cerdos fuera de cerca; 

Considerando: que de conformidad con el artículo 148 
del Código de Procedimiento Criminal el Juez Alcalde orde-
nó el justiprecio de los daños causados por los cerdos del se-
ñor Pueriet en la propiedad del señor Lugo, i aceptando la 
evaluación que de diehos daños hicieron los peritos, condenó 
al inculpado a pagar al señor Lugo, parte civil, quince pesos 
como indemnización. 

Considerando: que la estinaación de los daños i perjui-
cios es asunto de hecho, de la soberana apreciación del Juez 
del fondo i no puede ser censura/da por la Corte de Casación. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de calación inter-
puesto por el señor Timoteo Lugo, contra sentencia dictada 
en fecha trece de marzo de mil novecientos veinte, per la á 
Alcaldía de la común' de Higüey, que condena al señor Oguis 
Purent a pagarle al ,señor Timoneto Lugo, la suma de quin-
ce pesos oro en calidad de daños cau'sados en su propiedad 
por unos cerdos del señor Pouriet i le condena al Dago de los 
costos. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montaño.— André.s J. Montolío.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la nterior cente.ncia por los se-
-ie.-es jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día once de Agosto de mil novecientos veinte i uno, lo (me yo, 
Secretario General certifico. 

(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

' República Deminicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurlo 	cksación interpuesta por al Inspec- 
e de Instrucción Pública del 18 Distrito Escolar, contra 

eentencia de, la Alcaldía_ deala Común del Seybo, de fecha 
diez de marzo .de mil novecieabs veinte. nue declara que no 
ha lugar a la coatravención de que estaba denunciado el se-
ñor Bruno Calera. 

Vista el acta. :del recurso de, easación levantada. en la 
Secretaría de la Alcgldía el día diez de marzo de mil nove-
cientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator ; 
Oído:el dictamz...-n del Magistrado Proeurador Gen.eral 

de la República; 
La -Suprema Corte, después de haber deliberado i vis-

tos los articules 3 párrafo 2, i 7 de la Lei de Enseñanza Obli-
gatoria 159 del Código de Prccedimiento Crimin-al i 77 de 
la I_ ei sobre Procedimiento de 'Casación. 

Considerando: que en fecha cinco de marzo de mil no-
vecientos veinte, le fué denunciado al Director de la Escuela 
mi:¿ta No. 1 de la ciudad del :Seybo que alumna Altagra-
cia Carela, cuyo tutor es el señor Bruno Carela, tenía en los 
días 1, 2, 3, 4 i 5, por mañana i tarde ilas diez períodos de 
inasistencia a los cuáles ee refiere el artículo 16 dé la Lei de 
Enseñanza Obligatoria que esa denuncia fué trasmitida por 
el mencionado Director al Inspector de Instrucción Pública 
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La 'Suprema Corte de Justicia, después de (haber delibe-
rado i vistos el artículo 76 de la Lei de Policía i la Orden Eje-
cutiva No. 301 que mo.difica los artículos 148 del Código de 
Procedimiento Criminal i 71 de la Lei sobre Procedimi'ento 
de Casación. 

Considerando : que el señor Oguis Pueriet fué sometido 
a la Alcaldía de la Común de Higfiey en funciones de, Juzga-
do de Sianple Policía, ineuDpado de 'haber infrinjido el pá-
rrafo 1. del artículo 76 de la Lei de Policía por tener sueltos 
algunos cerdos, los cuales causaron daño en labranzas del 
,señor Timoteo Lugo. 

'Considerando: que el recurrente fué reconocido por el 
Juez del fondo culipable de la infracción por la cual se le per-
siguió. 

Considerando: que el artículo 76 de la Lei de, Policía 
modificado por la Orden Ejecutiva No. 301 dispone que se 
castigará con la pena de cinco pesos oro de multa a los que 
infrinjieren la prohibición de tener cerdos fuera de cerca; 

Considerando: que de conformidad con el artículo 148 
del Código de Procedimiento Criminal el Juez Alcalde orde-
nó el justiprecio de los daños causados por los cerdos del se-
ñor Pueriet en la propiedad del señor Lugo, i aceptando la 
evaluación que de dichos daños hicieron los peritos, condenó 
al inculpado a pagar ál señor Lugo, parte civil, quince pesos 
como indemnización. 

Considerando: que la estimaciton de los daños i perjui-
cios es asunto de hecho, de la soberana apreciación del Juez 
del fondo i no puede ser censurada por la Corte de Casación. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de caSación inter-
puesto por el señor Timoteo Lugo, contra sentencia dictada 
en fecha trece de marzo de mil novecientos veinte, per la. 
Alcal'día .de la común' de Higüey, que condena al señor Oguis 
Purent a pagarle al ,señor Timoneto Lugo, la suma de quin-
ce pesos oro en calidad de daños cansados en su propiedad 
por unos cerdos del señor Pouriet i le condena al pago de los 
costos. 

(Firmados) M. de J. González .M.— Augusto A. Juni-
ter.— D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. Montolío.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 
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Dada i firmada ha -sido la nterior 1:entencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día once de Agosto ,-;le mil novecientos veinte i uno, lo oue yo, 
Secretario General certifico. 

(Firmado) : Eug. A. Alvarez. /- 

7==-- 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

' República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 
En Nombre de la República 

. &bre el recurlo 	ctsación interpu-esto por el Inspec- 
te.r de Instrucción PIlb:ica del 18 Distrito acolar, contra 
.sentencia de la Alcaldía ole.la Común del Seybo, fecha 
di,zz de marzo de mil novecienbs veinte., que. d.eclara que no 
ha lugar a la corttravención de que estaba denunciado el se-
ñor Bruno Calera. 

Vieta el actaclel recurso- de casación levantad-9. en la 
Secretaría d.e la A:ca:ldía el día diez de marzo de mil nave-
cicntcs veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator; 
Oído:el di...Lamen dei Magi•strado Procurador General 

d-e la República; 
La. 'Suprema Corte, después de -haber deliberado i vis-

tos los articules 3 párrafo 2, i 7 de la de Enseñanza Obli-
gatoria 159 del Código de Prccedimiento Criminal i 77 de 
la Lel sobre Proicedimiento de Casación. 

ansiderando: .que en fec:la cinco de marzo de mil no-
vecientos veinte, le fué -denunciado al Director d•e, la Escuela 
mi:¿ta No. 1 de la ciudad del Seyba que la alumna Altagra-
cia Carela, cuyo tutor :es el señor 'Bruno Carel-a, tenía_ en los 

• días 1, 2, 3, 4 i 5, por mañana i tarde La díez períodos de 
inasistencia a los cuales ee, refiere el artfeulo 16 d'e la Lei de 
Enseñanza Obligat,oria que esa 'denuncia fué trasmitida por 
el mencionado Director ál Inspector de Instrucción Pública 
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• 

La Suprema Corte de Justicia. después de haber delibe-
rado i visto1 el artículo 76 de la Lei de Policía i la Orden Eje. 
cutiva No. 301 que mSclifica los artículos 148 del Código de 
Procedimiento Criminal i 71 de la Lel sobre Procedimiento 
de Casación. 

Considerando: que el señor Oguis Pueriet fué sometidn 
a la Alcaldía. de la Común de Higiley en funciones de Juzga-
d.° de Simple Policía, inculpado de haber infrinjido el pá-
rrafo 1° del artículo 76 de la Lei de Policía por tener sueltos 
algunos cerdos, los cuales causaron daño en labranzas del 
señor Timoteo Lugo. 

'Considerando: que el recurrente fué reconocido por el 
Juez del fondo culpable de la infracción por la cual se le per-
siguió. 

Considerando: que el artículo 76 de la Lei 	Palicía 
modificado por la Orden Ejecutiva No. 301 dispone que se 
castigará con la pena de cinco pesos oro de multa a los que 
infrinjieren la prohibición de tener cerdos fuera de cerca; 

Considerando: que de conformidad con el artículo 148 
del Código de Procedimiento Criminal el Juez Alcalde orde-
nó el justiprecio de los daños causados por los cerdos del se-
ñor Pueriet en la propiedad del señor Lugo, i aceptando la 
evaluación que de dichos daños hicieron los peritos, condenó 
al inculpado a pagar al señor Lugo, parte civil, quince pesos 
como indemnización. 

Considerando: que la estimáciún de los daños i perjui-
cios es asunto de hecho, de la soberana apreciación del Juez 
del fondo i no puede ser censurada por la Corte de Casación. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor Timoteo Lugo, contra sentencia diotada 
en fecha trece de. marzo de mil novecientos veinte, per le 
Alcaldía de la común' de Higüey, que condena al eeñor Oguis 
Purent a pagarle al señor Timoneto Lugo, la suma de quin-
ce pesos oro en calidad de daños caulados en su propiedad 
por unos cerdos del señor Pouriet i le condena al paga de los 
costos. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. Montolío.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la nterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figurar, en la audiencia pública del 
día once de Agosto de mil novecientos veinte i uno, lo oue yo, 
Secretario General certifico. 

(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

' República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

. 'Sobre el recurla de et.sae.Mn interpuesta p-or el Inspec-
ter de Instrucción Pública del 18 Distrito Escolar, contra 

.1 tencia de la Alcaldía. de. la Común del Seybo, de fecha 
dez de marze .de. mil novecien!:ps veinte, qu.e declara que no 
ha lugar a la ca:ttravención de que estaba denunciada el se-
ñor Bruno Calera. 

Vista el -acta del recurso- de casación levantada en la 
Sec.retaría de la A.l.cglelía el día diez de marzo de mil nove-
cientos veinte. . 

Oído : el inlorm-e del Magistrado Juez Relator ; 
Oído:el dicIamen dei Magistrado Procurador Gene.ral 

de la República; 
La Suprema Corte, después de haber delibere.do i vis-

tos los articules 3 párrafo 2, i 7 de la Lei de Enseñanza Obli-
gatoria 159 del Código de Prccedimiento Criminal i 77 de 
la I.ci a-J-bre Procedirdento de Casación. 

Considerando: qua en fec:la cinco de marzo de mil no-
veeientos veinte, le fué -denunciado al Director de. la Escuela 
mi:aa No. 1 de la ciudad del Seyba que la alumna Alta-gra-
cia Carela, cuyo tutor 'es el señor Bruna Carda, billa en los 
días 1, 2, 3, 4 i 5, por matarla i tarde ks di.ez períodos de 
inasistencia a loscuales se refiere el articulo 16 de la Lei de 
Enseñanza Obligatoria que esa 'denuncia fué trasmitida por 
el mencionado Director ál Inspector de Instrucción Pública 
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del 18 Distrito Escolar, i este funcionario sometió a la Al_ 
caldía al señor Bruno Carda en su calidad de guardián de 
la menor Altagracia por la inasistencia de esta niña a la es_ 
cuela en la cual estaba inscrita. 

Considerando: que el artículo 7 de la Lei de Instrucción 
Obligatoria dispone que "los menores sometidos a la obliga, 
ción escolar pueden recibir la instrucción obligatoria en les 
planteles docentes públicos, en los particulares o en el hogar 
de sus guardianes". 

Considerando: que son hechos constantes en la senten-
cia impugnada que el señor Bruno Carela, guardián de la 
menor Algracia Carela solicitó del Inspector de Instrucción 
Pública un certificado para redimirse de l'as obligaciones que 
impone el artículo 1° de la Lei de Enseñanza Obligatoria a 
los padres i demás personas que tengan menores bajo su 
guarda; que el certificado le fué negado por el Inspector 
quien exijió para expedirlo que se le presentare un maestro 
con título, o que se presentare a examen en su despacho la 
persona que el solicitante juzgare competente para dar ins-
trucción a la citada menor, i por último, aue la menor Alta-
gracia Carela recibe instrucción en el hogar de la profesora 
Pilar C. de Marión. 

Considerando, que habiendo el juez del fondo estable-
cido en 'hecho, que el inculpado Bruno Carela provee en el 
hogar a la instrucción de la menor Algracia Carela, al des-
cargarlo como lo hizo de la contravención por la cual fué so-
metido a la justicia no hizo errada aplicación del artículo 2, 
párrafo 2 de la Lei de Enseñanza Obligatoria, ni violó nin-
guna otra lei. 

Por tales motivos rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el Inspector de Instrucción Pública del 18 Distri-
to Escolar, contra sentencia de la Alcaldía de la común del 
Seybo de fecha diez de marzo de mil novecientos veinte, que 
declara que no ha lugar a la contravención de que estaba d 
nunciado dl señor Bruno Carela. 

(Firmados) M. de J. González 	Augusto A. JuPi- 
ter.— D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. Montolío.— 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se- 
ñores jueces que ariba figuran, en la audiencia pública del - 

díasloce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inspec-
tor de Instrucción Pública del 18 Distrito Escolar, contra 
.,,ntencia de la Alcaldía de la común del Seybo, de fecha diez 

-eis de marzo de mil novecientos veinte, que absuelve al se-
íior Bruno Carela. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
( retaría de la Alcaldía, en fecha diez i nueve de marzo de 

novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído : el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vis-
' s los artículos 1° i 30 de la Lei sobre Procedimiento de Ca-
ación i 159 del Código de Procedimiento Criminal. 

Considerando: que dl artículo 30 de la Lei sobre Proce-
dimiento de casación limita la facultad del Ministerio públi-
co para interponer este recurso contra las sentencias de ab-
solución de descargo al caso en que hubiere violación de la 
lei. 

Considerando: que es de la soberana apreciación de los 
ueces del fondo 'la comprobación de los hechos constitutivos 
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del 18 Distrito Escolar, i este funcionario sometió a la AL 
caldía al señor Bruno Carela en su calidad de guardián de 
la menor .Altagracia por la inasistencia de esta niña a la es-
cuela en la cual estaba inscrita. 

Considerando: que el artículo 7 de la Lei de Instrucción 
Obligatoria dispone que "los menores sometidos a la obliga-
ción escolar pueden recibir la instrucción obligatoria en los 
planteles docentes públicos, en los particulares o en el hogar 
de sus guardianes". 

Considerando: que son hechos constantes en la senten-
cia impugnada que él señor Bruno Carela, guardián de la 
menor Algracia Carela solicitó del Inspector de Instrucción 
Pública un certificado para redimirse de las obligaciones que 
impone el artículo 1° de la Lei de Enseñanza Obligatoria a 
los padres i demás personas que tengan menores bajo su 
guarda ; que el certificado le fué negado por el Inspector 
quien exijió para expedirlo aue se le presentare un maestro 
con título, o que se presentare a examen en su despacho la 
persona que el solicitante juzgare competente para dar ins-
trucción a la citada menor, i por último, aue la menor Alta-
gracia Carela recibe instrucción en el hogar de la profesora 
Pilar C. de Marión. 

Considerando, que habiendo el juez del fondo estable-
cido en hecho, que el inculpado Bruno Carela provee en el 
hogar a la instrucción de la menor Algracia Carda, al des-
cargarlo como lo hizo de la contravención por la cual fué so-
metido a la justicia no hizo errada aplicación del artículo 2, 
párrafo 2 de la L-ei de Enseñanza Obligatoria, ni violó nin-
guna otra lei. 

Por tales motivos rechaza el recureo de casación inter-
puesto por el Inspector de Instrucción Pública del 18 Distri-
to Escolar, contra sentencia de la Alcaldía de la común del 
Seybo de fecha diez de marzo de mil novecientos veinte, que 
declara que no ha lugar a la contravención de que estaba de-
nunciado él señor Bruno Carela. 

(Firmados) M. de J. González 111.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. Montolío.— -A• 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que ariba figuran, en la audiencia pública del 
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día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inspec-
)r de Instrucción Pública del 18 Distrito Escolar, contra 
ntencia de la Alcaldía de la común del Seybo, de fecha diez 

i seis de marzo de mil novecientos veinte, que absuelve al se-
ñor Bruno Carela. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
erdaría de la Alcaldía, en fecha diez i nueve de marzo de 

novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

.1,2 la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i 
los artículos 1° i 30 de la Lei sobre Procedimiento de Ca-

,eión i 159 del Código de Procedimiento Criminal. 

Considerando: que dl artículo 30 de la Lei sobre Proce-
dimiento de casación limita la facultad del Ministerio públi-
co para interponer este recurso contra las sentencias de ab-
solución de descargo al caso en que hubiere violación de la 
lei. 

Considerando: que es de la soberana apreciación de las 
jueces del fondo la comprobación de los hechos constitutivos 
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del 18 Distrito Escolar, i este funcionario sometió a la Al_ 
caldía al señor Bruno Carela en su calidad de guardián <je 
la menor Altagracia por la inasistencia de esta niña a la 
cuela en la cual estaba inscrita. 

Considerando: que el artículo 7 de la Lei de Instrucción 
Obligatoria dispone que "los menores sometidos a la obliga_ 
ción escolar pueden recibir la instrucción obligatoria en los 
planteles docentes públicos, en los particulares o en el hogar 
de sus guardianes". 

Considerando: que son hechos constantes en la santen-
cia impugnada que el señor Bruno Carela, guardián de la 
menor Algracia Carela solicitó del Inspector de Instrucción 
Pública un certificado para redimirse de las obligaciones que 
impone el artículo 1° de la Lei de Enseñanza Obligatoria a 
los padres i demás personas que tengan menores bajo su 
guarda; que el certificado le fué negado por el Inspector 
quien exijió para expedirlo que se le presentare un maestro 
con título, o que se presentare a examen en su despacho la 
persona que el solicitante juzgare competente para dar ins-
trucción a la citada menor, i por último, que la menor Alta-
gracia Carela recibe instrucción en el hogar de la profesora 
Pilar C. de Marión. 

Considerando, que habiendo el juez del fondo estable-
cido en hecho, que el inculpado Bruno Carela provee en e 

hogar a la instrucción de la menor Algracia Carela, al des-
cargarlo como lo hizo de la contravención por la cual fué so-
metido a la justicia no hizo errada aplicación del artículo 2, 
párrafo 2 de la Lei de Enseñanza Obligatoria, ni violó nin-
guna otra lei. 

Por tales motivos rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el Inspector de Instrucción Pública del 18 Distri-
to Escolar, contra sentencia de la Alcaldía de la común del 
Seybo de fecha diez de marzo de mil novecientos veinte, qw, 
declara que no ha lugar a la contravención de que estaba de-
nunciado el señor Bruno Carela. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montarlo.— Andrés J. Montolío.-- A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que ariba figuran, en la audiencia pública del 

día.,,doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

MIMI■11•111111■111■11 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inspec-
ar de Instrucción Pública del 18 Distrito Escolar, contra 
,•mtencia de la Alcaldía de la común del Seybo, de fecha diez 
i seis de marzo de mil novecientos veinte, que absuelve al se-
'‘,19r Bruno Carela. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Alcaldía, en fecha diez i nueve de marzo de 
mil novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magigrado Procurador General 

de la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vis-
tos los artículos 1° i 30 de la Lei sobre Procedimiento de Ca-
sación i 159 del Código de Procedimiento Criminal. 

Considerando: que él artículo 30 de la Lei sobre Proce-
dimiento de casación limita la facultad del Ministerio públi-
co para interponer este recurso contra las sentencias de ab-
solución de descargo al caso en que hubiere violación de la 
lei. 

Considerando: que es de la soberana apreciación de los 
jueces del fondo la comprobación de los hechos constitutivos. 
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de la,s infracciones, que a la Suprema Corte sólo incumbe co... 
mo Corte de .Casación, decidir si la lei ha sido bien o mal a-
plicada en los fallos que se le someten. 

Considerando: que la sentencia impugnada asienta en 
su •único considerando que no habiendo decidido aun la Su-
prema Corte acerca del recurso interpuesto por el Ministe-
rio Público contra sentencia de la Alcaldía que absolvió a 
Bruno Carela de una inculpación igual a la aue motivó e,1 
nuevo sometimiento a la justicia "queda suspendido otro 
procedimiento que en iguales ciréunstancias se refiere al an-
terior" hasta que la Suprema Corte decida; lo que es un 
error evidente puesto que el recurso de casación es suspe.n-
arvo de la eje-cución« de la sentencia, pero no del ejercicio de 
la acción pública; pero que tal error en los motivos del fallo 
no es un medio de casación; que el juez del fondo pudo como 
lo hizo apreciando Soberanamente los hechos i circunsttan-
cias del caso descargar a Bruno Carela, sin violar con ello 
ninguna lei. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el Inspector de Instrucción Pública del 18 Distri-
to Escolar, contra sentencia de la Alcaldía de la común del 
Seybo, de fecha diez i seis de marzo de mil novecientos vein-
te que absuelve al señor Bruno Carela. - 

(Firmados) M. González M.— Augusto A., upiter.— 
(Firmado) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-

ter.— D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. Montolío.— P. 
Báez Lavastida.— A. Woss y Gil. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores juces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General. certifico. 

(Firmado) : Eug. A. Alvarez.  

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Valentín Moní, mayor de edad, soltero, agricultor, del do-
micilio i residencia de Los Ríos, jurisdicción de la común de 
Higüey, contra sentencia de la Alcaldía de Higiiey de fecha 
nueve de febrero de mil novecientos veinte, aue le condena 
a cinco pesos oro de multa, a cinco días de prisión, cien pesos 
oro en favor del señor Angel Ma. Piña, Dor d•años i perjuicios 
i pago de costos, por tener cerdos sueltos violando el 'párra-
fo 1° del artículo 76 de la Lei de Policía i la Orden Ejecutiva 
No. 301. • 

Vista el acta del rIcurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Alcaldía de fecha catorce de febrero de mil 
novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vis-

tos 'los artículos 1° i 2° de la lei reformatoria del Código de 
Procedimiento Criminal 142 del mismo Código, 24 i 47 de 
la lei sobre Procedimientto de Casación. 

Considerando: que en fecha diez de diciembre de mil 
novecientos diez i nueve, se presentó el señor Angel Ma. Pi-
ña, por ante el Alcalde de la común de Higüey, i expuso a es-
te funcionario que unos cerdos de los señores Valentín Moní 
e Hipólito Paulino se habían introducido en distintas ocasio-
nes en su propiedad, i le habían ocasionado notables daños; 
por cuya reparación pedía doscientos pesos por cada indivi-
duo. 

Considerando: que a consecuencia de la queja presen-
tada por el señor Angel Ma. Piña, el Juez Alcalde expidió 
en la misma fecha (10 de diciembre de 1919) una Ordenan-
za por la cual dispuso que por el Alcalde pedáneo de la sec-
ción de Los Ríos, fuesen citados. los señores Valentín Moní, 
Hipólito Paulino, Angel Ma. Piña i el Inspector José Casti-
llo, para que comparecieren por ante el Juzgado de Simple 
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cle las infracciones, que a la Suprema Corte sólo incumbe co,.. 
mo Corte de Ca'sación, decidir si la lei ha sido bien o mal a- - 
plicada en los fallos que se le someten. 

Considerando: que la sentencia impugnada asienta en 
du (mico considerando que no habiendo decidido aun la Su-
prema Corte acerca del recurso interpuesto por el Ministe-
rio Público contra sentencia de la Alcaldía que absolvió a 
Bruno Carela de una inculpación igual a la Que 'motivó el. 
nuevo sometimiento a la justicia "queda suspendida otro 
procedimiento que en iguales ciréunstancias se refiere al an-
terior" ha,sta que la ;Suprema Corte decida; lo que es un 
error evidente puesto que el recurs-o de casación es suspen-
sfvo de la ejecución de la sentencia, pero no del ejercicio de 
la acción pública ; pero que tal error en los motivos del fallo 
no es un medio de casación; que el juez del fondo pudo como 
lo hizo apreciando Soberanamente los hechos circunsttan-
cias del caso descargar a Bruno Carela, Sin violar con ello 
ninguna lei. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casaciÓn inter-
puesto por el Inspector de Instrucción Pública del 18 Distri-
to Escolar, contra sentencia de la Alcaldía de la común del 
.Seybo, de fecha diez i seis-de marzo de (mil novecientos vein-
te que absuelve al señor Bruno Carela. 

(Firmados) M. González 	Augusto A.' upiter.— 
(Firmado) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-

ter.— D. Rodríguez Montaña— Andrés J. Montolío.— P. 
Báez Lavastida.— A. Woss y Gil. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores juces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos•veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Valentín Moní, mayor de edad, soltero, agricultor, del do-
micilio i residencia de Los Ríos, jurisdicción de la común de 
Higüey, contra sentencia de la Alcaldía de Higiiey de fecha 
nueve de febrero de mil novecientos veinte, oue le condena 
a cinco pesos oro de multa, a cinco días de prisión, cien pesos 
oro en favor del señor Angel Ma. Piña, flor daños i perjuicios 
i pago de costos, por tener cerdos sueltos violando el ;párra-
fo 1" del artículo 76 de la Lei de Policía i la Orden Ejecutiva 
No. 301. • 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Alcaldía de fecha catorce de febrero de mil 
novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vis-

tos 'los artículos 1° i 29 de la lei reformatoria del Código de 
Procedimiento Criminal 142 del mismo Código, 24 i 47 de 
la lei sobre Procedimientto de Casación. 

Considerando : que en fecha diez de diciembre de mil 
novecientos diez i nueve, se presentó el señor Angel Ma. Pi-
ña, por ante el Alcalde de la común de Higüey, i expuso a es-
te funcionario que unos cerdos de los señores Valentín Moní 
e Hipólito Paulino se habían introducido en distintas ocasio-
nes en su propiedad, i le habían ocasionado notables daños; 
por cuya reparación pedía doscientos pesos por cada indivi-
duo. 

Considerando: que a consecuencia de la queja presen-
tada por el señor Angel Ma. Piña, el Juez Alcalde expidió 
en la misma fecha (10 de diciembre de 1919) una Ordenan-
za por la cual dispuso que por el Alcalde pedáneo de la sec-
ción de Los Ríos, fuesen citados los señores Valentín Moní, 
Hipólito Paulino, Angel Ma. Piña i el Inspector José Casti-
llo, para que comparecieren por ante el Juzgado de Simple 
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Policía el lunes quince de diciembre, a las diez de la mañana, 
para la vista de la causa que pasaría ese día a cargo de los 
señores Valentín Moní e Hipólito Paulino, inculpados de 
haber infrinjido el párrafo 1° del artículo 76 de La lei de Po-
licía i la Orden Ejecutiva ,No. 301. 

Considerando: que la lei reformatoria del Código de 
Procedimiento Criminal (28 de junio de 1911) al reformar 
el artículo 11 i derogar el artículo 12 de dicho Código, ha 
quitado a los Alcaldes la facultad de investigar las contra-
venciones de simple policía i de recibir informes, denuncias 
i quejas relativas a esa clase de infracciones, nue sólo les 
compete juzgar i castigar. 

Considerando: que las citaciones en materia de simple 
policía, al tenor del artículo 142 del Código de Procedimien-
to criminal deben hacerse a requerimiento del ministerio 
público o de la parte actora. 

Considerando: que la queja del señor Angel Ma. Piña, 
en virtud de la cual fueron sometidos al Juzgado de Simple 
Policía los señores Valentín Moní e Hipólito Paulino fué re-
cibida por el Alcalde, i la citación a dichos señores se hizo 
a requerimiento del mismo funcionario; que en consecuen-
cia el Juzgado de Simple Policía no estuvo válidamente apo-
derado del asunto, i su decisión carece de fundamento legal. 

Por tales motivos casa la sentencia dictada por la Al-
caldía de la común de. Higüey de fecha nueve de febrero de 
mil novecientos veinte, que condena al señor Valentín Moní, 
a cinco pesos oro de multa, cinco días de prisión cien pesos 
oro en favor del señor Angel Ma. Piña, por daños i perjui-
cios i pago de los costos, por tener cerdos sueltos viclando el 
párrafo primero del artículo 76 de la L-ei de Policía i la Or-
den Ejecutiva No, 301, envía el asunto al Juzgado de Simple 
Policía de la común del Seybo. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. Monttolío.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastia. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

lo . . 	 ( Fdo) Eug. A. Alvarez. 

Boletin Judicial 
	

35 

DIOS, PATRIA I LIBERTÁD. 

Repúblicá Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casazión interpuesto por el señor 
Conrado Cabrera, mayor de edad, casado, tablajero, del do-
micilio i residencia del Llano de Pérez, jurisdicción de la 
Provincia de Puert,o Plata, contra sentencia de fecha veinti-
uno de febrero de mil novecientos veinte, dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto 
Plata, oue le condena como cómplice del delito de robo, a 
tres meses de prisión, quince pesos de multa i al ,pago de los 
gastos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de ■Primera Instancia, en fecha veinte 
i ocho de febrero de mil novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vis-

tos los artículos 9, 59 i 388 del Código Penal- 23 i 47 de la 
Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando: que, según consta en la sentencia im-
pugnada, los señores Fidelio.Disla, Raimundo Espinal, Mar-
celino Disla i Conrado Cabrera, fueron sometidos al Juzga-
do correccional por citación del Ministerio Público inculpa-
dos los tres nombrados primeros de robo de ganado mayor i 
menor, i el último de complicidad en el mismo hecho; i en 
esa calidad de inculpados fueron interrogados en la audien-
cia; que por tanto el medio en nue funda su recurso el con-
denado Conrado Cabrera es inadmisible; 

Considerando: que el artíctrlo 59 del Código Penal dis-
pone que a los cómplices de un crimen o de un delito se les 
inipondrá la pena inmediata inferior a la que corresponda 
a los autores del crimen o el delito, salvo los casos en que la 
lei otra cosa disponga; 

Considerando : que el artículo 388 del Código Penal cas-
tiga con prisión correccional de tres, meses a dos años mul- 
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Policía el lunes quince de diciembre, a la,s diez de la mañana, 
para la vista de la causa que pasaría ese día a cargo de los 
señore,s Valentín Moní e Hipólito Paulino, inculpados de 
haber infrinjido el párrafo 1° del artículo 76 de I,a lei de Po-
licía i la Orden Ejecutiva No. 301. 

Considerando: que la lei reformatoria del Código de 
Procedimiento Criminal (28 de junio de 1911) al reformar 
el artículo 11 i derogar el artículo 12 de dicho Código, ha 
quitado a los Alcaldes la facultad de investigar las contra-
venciones de simple policía i de recibir informes, denuncias 
i quejas relativas a esa clase de infracciones, que sólo les 
compete juzgar i castigar. 

Considerando: que las citaciones en materia de simple 
policía, al tenor del artículo 142 del Código de Procedimien-
to criminal deben hacerse a requerimiento del ministerio 
público o de la (parte actora. 

Considerando: que la queja del señor Angel Ma. Piña, 
en virtud de la cual fueron sometidos al Juzgado de Simple 
Policía los señores Válentín Moní e Hipólito Paulino fué re-
cibida por el Alcalde, i la citación a dichos señores se hizo 
a requerimiento del mismo funcionario; que en consecuen-
cia el Juzgado de Simple Policía no estuvo válidamente apo-
derado del asunto, i su decisión carece de fundamento legal. 

Por tales 'motivos casa la sentencia dictada por la Al-
caldía de la común de Higüey de fecha nueve de febrero de 
mil novecientos veinte, que condena al señor Valentín Moní, 
a cinco pesos oro de multa, cinco días de prisión cien pesos 
oro en favor del señor Angel Ma. Piña, por daños i perjui-
cios i pago de los costos, por tener cerdos sueltos viclando el 
párrafo primero del artículo 76 de la Lei de Policía i la Or-
den Ejecutiva No, 301, envía el asunto al Juzgado de Simple 
Policía de la común del Seybo. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupl-
ter.— D. Rodríguez Montaña— Andrés J. Monttolío.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastia. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

lo - 	- 	( Fdo) Eug. A. Alvarez.  
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DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Conrado Cabrera, mayor de edad, casado, tablajero, del do-
micilio i residencia del Llano de Pérez, jurisdicción de la 
Provincia de Puerto Plata, contra sentencia de fecha -veinti-
uno de febrero de mil novecientos veinte, dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto 
Plata, que le condena como cómplice del delito de robo, a 
tres meses de prisión, quince pesos de multa i al pago de los 
gastos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Trimera Instancia, en fecha veinte 
i ocho de febrero de mil novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vis-

tos los artículos 9, 59 i 388 del Código Penal- 23 i 47 de la 
Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando: que, según consta en la sentencia im-
pugnada, los señores Fidelio Disla, Raimundo Espinal, Mar-
celino Disla i Conrado Cabrera, fueron sometidos al Juzga-
do correccional por citación del Ministerio Público inculpa-
dos los tres nombrados primeros de robo de ganado mayor i 
menor, i el último de complicidad en el mismo hecho; i en 
esa calidad de inculpados fueron interrogados en la audien-
cia; que por tanto el medio en aue funda su recurso el con-
denado Conrado Cabrera es inadmisible; 

Considerando: que el artíctilo 59 del Código Penal dis-
pone que a los cómplices de un crimen o de un delito se les 
impondrá la pena inmediata inferior a la que corresponda 
a los autores del crimen o el delito, salvo los casos en que la 
lei otra cosa disponga; 

Considerando : que el artículo 388 del Código Penal cas-
tiga con prisión correccipnal de tres meses a dos arios i mul- 
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ta de quince a cien pesos a quien robase en las campos "ca-
ballos i bestias de silla, de carga o de tiro, ganado mayor o 
menor", que la pena inmediata inferior a la prisión correc-
cional es la de simple policía; que en consecuencia el Juez 
del fondo violó el artículo 59 del dicho Código al condenar 
al recurrente a tres meses de prisión i quince pesos de mul-
ta, por complicidad en un robo de ganado mayor i menor ; 

Por tale,s motivos, casa la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia de Puerto Plata de fecha veinti-
uno de febrero de mil novecientos veinte, que condena al se-
ñor Conrado Cabrera, como cómplice del delito de robo, a 
tres meses de prisión, quince pesos de multa i costos, —envía 
el asunto al Juzgado de Primera Instancia de Monte Cristy, 
en sus atribuciones correccionales. 

(Firmados) M. de J. González M.— D. Rodríguez Mon-
taño.— Augusto A. Jupiter.— Andrés J. Montolío.— P. Báez 
Lavastida.— A. Woss y Gil. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 
- 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Angel Sandoval, agricultor, domiciliado en el Central Quis-
queya, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, de fecha 
veinte i tres de febrero de mil novecientos veinte, que con-
dena al señor Antonio 'Jelú, a pagar la cantidad de veinte 

cinco pesos oro al señor Angel Sandoval, como indemniza-
ción de daños i perjuicios i al ,pago de los costos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia, el día cuatro de 
marzo de mil novecientos veinte. Irr 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 

Visto el escrito del memorial de casación i conclusiones, 
suscrito por el Licdo. Froilán Tavarez hijo, a nombre del re-
currente. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vis-
tes los artículos 190 del Código de Procedimiento Criminal 
i el párrafo segundo del artículo 71 de la Lei sobre Procedi-
miento de Casación. 

Considerando: que In fecha veintidos de mayo de mil 
novecientos diez i nueve, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, dictó, en sus 
atribuciones correccionales, una sentencia por la cual con-
denó al señor Antonio Jelú, por el delito de difamación con-
tra el señor Angel Sandoval, al pago de una multa, de una 
indemnización en favor del agraviado, constituido en par-
te civil, i al pago de costos; i dis;puso que la indemnización se 
liquidaría por estado. 

Considerando: que habiendo notificado el señor Sando-
val al señor Jelú en fecha nueve de julio de mil novecientos 
diez i nueve, su liquidación de daños i perjuicios, el señor 
Jelú notificó al señor 'Sandoval sus observaciones a dicha li-
quidación i en fecha cinco de febrero (1920) el abogado del 
señor Sandoval hizo notificar al abogado del señor Jelú un 
acto para que compareciera por ante el Juzgado de Primera 
Instancia a la audiencia del siete de febrero (1920) para que 
oyese condenar al señor Jelú a pagar al señor Sandoval la 
suma de $38.00 montante de su liauidación de daños i per-
juicios. 

Considerando: que la liquidación de daños i per-
juicios presentada por el señor Sandoval fué discutida en au-
diencia pública, en la cual según resulta de los términos de 
la sentencia, fueron oidas las partes representadas por su 
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ta de quince a cien pesos a qikien robase en las campos "ca-
ballos i bestias de silla, de carga o de tiro, ganado mayor o 
menor", que la pena inmediata inferior a la prisión correc-
cional es la de simple policía; que en consecuencia el Juez 
del fondo violó el artículo 59 del dicho Código al condenar 
al recurrente a tres meses de prisión i quince pesos de mul-
ta, por complicidad en un robo de ganado mayor i menor; 

Por tales motivos, casa la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia de Puerto Plata de fecha veinti-
uno de febrero de mil novecientos veinte, que condena al se-
ñor Conrado Cabrera, como cómplice del delito de robo, a 
tres meses de prisión, quince pesos de multa i costos, —envía 
el asunto al Juzgado de Primera Instancia de Monte Cristy, 
en sus atribuciones correccionales. 

(Firmados) M. de J. González M.— D. Rodríguez Mon-
taño.— Augusto A. Jupiter.— Andrés J. Montolío.— P. Báez 
Lavastida.— A. Woss y Gil. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 
- 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Angel Sandoval, agricultor, domiciliado en el Central Quis-
queya, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, de fecha 
veinte i tres de febrero de mil novecientos veinte, que con-
dena al señor Antonio 'Jelú, a pagar la cantidad de veinte i  

cinco pesos oro al señor Angel Sandoval, como indemniza-
ción de daños i perjuicios i al pago de los costos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia, el día cuatro de 
marzo de mil novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 

Visto el escrito del memorial de casación i conclusiones, 
suscrito (por el Licdo. Froilán Tavarez hijo, a nombre del re-
currente. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vis-
tos los artículos 190 del Código de Procedimiento Criminal 
i el párrafo segundo del artículo 71 de la Lei sobre Procedi-
miento de Casación. 

Considerando: que ezi fecha veintidos de mayo de mil 
novecientos diez i nueve, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, dictó, en sus 
atribuciones correccionales, una sentencia por la cual con-
denó al señor Antonio Jelú, por el delito de difamación con-
tra el señor Angel Sandoval, al pago de una multa, de una 
indemnización en favor del agraviado, constituido en par-
te civil, i al pago de costos; i dispuso que la indemnización se 
liquidaría por estado. 

Considerando: que habiendo notificado el señor Sando-
val al señor Jelú en fecha nueve de julio de mil novecientos 
diez i nueve, su liquidación de daños i perjuicios, el señor 
Jelú notificó al señor Sandoval sus observaciones a dicha li-
quidación i en fecha cinco de febrero (1920) el abogado del 
señor Sandoval hizo notificar al abogado del señor Jelú un 
acto para que compareciera por ante el Juzgado de Primera 
Instancia a la audiencia del siete de febrero (1920) para que 
oyese condenar al señor Jelú a pagar al señor Sandoval la 
suma de $38.00 montante de su liouidación de daños i per-
juicios. 

Considerando: que la liquidación de daños i per-
juicios presentada por el señor Sandoval fué discutida en au-
diencia pública, en la cual según resulta de los términos de 
la sentencia, fueron oidas las partes representadas por su 
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ta de quince a cien pesos a quien robase en los campos "ca-
ballos i bestias de silla, de carga o de tiro, ganado mayor o 
menor", que la pena inmediata inferior a la prisión correc-
cional es la de simple policía; que en consecuencia el Juez 
del fondo violó el artículo 59 del dicho Código al condenar 
al recurrente a tres meses de prisión i quince pesos de mul-
ta, por complicidad en un robo de ganado mayor i menor; 

Por tales motivos, casa la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia de Puerto Plata de fecha veinti-
uno de febrero de mil novecientos veinte, oue condena al se-
ñor Conrado Cabrera, como cómplice del delito de robo, a 
tres meses de prisión, quince pesos de multa i costes, —envía 
el asunto al Juzgado de Primera Instancia de Montz.,. Cristy, 
en sus atribuciones correccionales. 

(Firmados) M. de J. González M.— D. Rodríguez Mon-
taño.— Augusto A. Jupiter.— Andrés J. Montolío.— P. Báez 
Lavastida.— A. Woss y Gil. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 
- 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Angel Sandoval, agricultor, domiciliado en el Central Quis-
queya, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de 'San Pedro de Macorís, de fecha 
veinte i tres de febrero de mil novecientos veinte, que con-
dena al señor Antonio 'Jelú, a pagar la cantidad de veinte 
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cinco pesos oro al señor Angel Sandoval, como indemniza-
ción de daños i perjuicios i al pago de los costos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia, el día cuatro de 
marzo de mil novecientos veinte. Ir 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 

Visto el escrito del memorial de casación i conclusiones, 
suscrito por el Licdo. Froilán Tavarez hijo, a nombre del re-
currente. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vis-
tos los artículos 190 del Código de Procedimiento Criminal 
i el párrafo segundo del artículo 71 de la Lei sobre Procedi-
miento de Casación. 

Considerando: que en fecha veintidos de mayo de mil 
novecientos diez i nueve, el Juzgado de, Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, dictó, en sus 
atribuciones correccionales, una sentencia por la cual con-
denó al señor Antonio Jelú, por el delito de difamación con-
tra el señor Angel Sandoval, al pago de una multa, de una 
indemnización en favor del agraviado, constituido en par-
te civil, i al pago de costos; i dispuso que la indemnización se 
liquidaría por estado. 

Considerando: que habiendo notificado el señor Sando-
val al señor Jelú en fecha nueve de julio de mil novecientos 
diez i nueve, su liquidación de daños i perjuicios, el señor 
Jelú notificó al señor Sandoval sus observaciones a dicha li-
quidación i en fecha cinco de febrero (1920) el abogado del 
señor Sandoval hizo notificar al abogado del señor Jelú un 
acto para que compareciera por ante el Juzgado de Primera 
Instancia a la audiencia del siete de febrero (1920) para que 
oyese condenar al señor Jelú a pagar al señor Sandoval la 
suma de $38.00 montante de su liouidación de daños i Per-
juicios. 

Considerando : que la liquidación de daños i per-
juicios presentada por el señor Sandoval fué discutida en au-
diencia pública, en la cual según resulta de los términos de 
la sentencia, fueron oidas las partes representadas por su 
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respectivo abogado cada una, pero no fué oido el Ministerio 
Público. 

Considerando: que el recurrente fundamenta su recur-
so de casación 1° en la violación del artículo 190 del Código 
de Procedimiento .Criminal cuanto la sentencia del veinte j 
tres de febrero de mil novecientos veinte no menciona que 
el Ministerio Público diere sus conclusione,s. 20 en aue el 
juez del fondo interpretó restrictiva/riente el artículo 1382 
del Código Civil afirmando que para que un daño moral pue-
da dar orijen a una indemnización es preciso "nue haya re-
percutido directamente sobre el patrimonio del ofendido 
creándole un verdadero perjuicio material posible de ser 
convertido o valuado en una indemnización". 

Considerando: que paia aue los tribunales correccio- 
. 

nales conozcan válidamente de las causas aue le son someti-
das, no sólamente reouiere la presencia del Ministe,rio Públi-
co en la audiencia o las audiencias ocupadas en la vista de la 
causa, sino que conforme a lo dispuesto por el artículo 190 
del Código de Procedimiento criminal es necesario que dé 
sus conclusiones; aue la circunstancia de aue la discusión de 
la liquidación de los daños i perjuicios se verificara en' una 
audiencia porterior a aquella en la cual se pronunció la 
sentencia que condenó al señor Jelú a pagar daños i perjui-
cios, no justificó la falta de audición del ministerio público 
en el caso—; i por tanto en la sent,encia del 23 de febrero de 
mil novecientos veinte el Juzgado corre,ccional violó el ar-
tículo 190 del Código de Procedimiento Criminal. 

Considerando: que la interpretación que según el re-
currente dió el Juez del fondo al artículo 1382 del Código 
Civil no puede constituir una violación de dieho artículo, una 
vez que dicho Juez reconoció la existencia del delito i la de 
un daño moral como su consecuencia, i acordó a la parte ci-
vil la indemnización que estimó procedente, todo- lo cual es 
de la soberana apreciación de los jueces del fondo. 

Por tales motivos casa por violación del artículo 190 del 
Código de Procedimiento criminal la sentencia del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís de fecha veintitres de febrero de mil novecientos 
veinte, que condena al señor Antonio Jelú, a Pagar la canti-
dad de veinticinco pe,sos oro al señor Angel Sandoval como  

indemnización de daños i perjuicios i al pago de los costos. 
Envía el asunto al Juzgado de Primera Instancia de Santo 
Domingo, en sus atribuciones correccionales i compensa los 
costos. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter, Andrés J. Montolío.— A. Woss y Gil.— D. Rodríguez 
Montaño.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del, 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo. 
Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I I.IBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Manuel María Fernández (a) Pucho, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, del domicilio i residencia de "Las Peñitas", 
jurisdicción de la común de Dajabón, contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Mon-
te Cristy, de-fecha ocho de diciembre de mil novecientos diez 
i nueve, que 'le condena a sufrir la pena de nueve meses de 
prisión correccional, a un ario bajo la vigilancia de la alta 
policía después de cumplida su prisión, al pago de treinta i 
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respectivo abogado cada una, pero no fué oido el Ministerio 
Público. 

Considerando: que el recurrente fundamenta su recur-
so de casación 1° en la violación del artículo 190 del Código 
de Procedimiento -Criminal cuanto la sentencia del veinte j 
tres de febrero de mil novecientos veinte no menciona que 
el Ministerio Público diere sus conclusiones. 20 en aue el 
juez del fondo interpretó restrictivamente el artículo 1382 
del Código Civil afirmando que para que un daño moral pue-
da dar orijen a una indemnización es preciso "aue haya re-
percutido directamente sobre el patrimonio del ofendido 
creándole un verdadero perjuicio material posible de ser 
convertido o valuado en una indemnización". 

Considerando: que para. oue los tribunales correccio- 
. 
nales conozcan válidamente de las causas oue le son someti-
das, no sólamente reouiere la presencia del Ministerio Públi-
co en la audiencia o las audiencias ocupadas en la vista de la 
causa, sino que conforme a lo dispuesto por el artículo 190 
del Código de Procedimiento criminal es necesario que dé 
sus conclusiones; que la circunstancia de aue la discusión de 
la liquidación de los daños i perjuicios se verificara en una 
audiencia porterior a aquella en la cual se pronunció la 
sentencia que condenó al señor Jelú a pagar daños i perjui-
cios, no justificó la falta de audición del ministerio público 
en el caso—; i por tanto en la sentencia del 23 de febrero de 
mil novecientos veinte el Juzgado correccional violó el ar-
tículo 190 del Código de Procedimiento Criminal. 

Considerando: que la interpretación que según el re-
currente dió el Juez del fondo al artículo 1382 del Código 
Civil no puede constituir una violación de dicho artículo, una 
vez que dicho Juez reconoció la existencia del delito i la de 
un daño moral como su consecuencia, i acordó a la parte ci-
vil la indemnización que estimó procedente, todo- lo cual es 
de la soberana apreciación de les jueces del fondo. 

Por tales motivos casa por violación del artículo 190 del 
Código de Procedimiento 'criminal la sentencia del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís de fecha veintitres de febrero de mil novecientos 
veinte, que condena al señor Antonio Jelú, a pagar la canti-
dad de veinticinco pesos oro al señor Angel Sandoval como  

indemnización de daños i perjuicios i al pago de los costos. 
Envía el asunto al Juzgado de Primera Instancia de Santo 
Domingo, en sus atribuciones correccionales i compensa los 
costos. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter., Andrés J. Montolío.— A. Woss y Gil.— D. Rodríguez 
Montaño.— P. Báez Lavastida. 

• 
Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-

ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del, 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo. 
Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Manuel María Fernández (a) Pucho, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, del domicilio i residencia de "Las Peñitas", 
jurisdicción de la común de Dajabón, contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Mon-
te Cristy, de fecha ocho de diciembre de mil novecientos diez 
i nueve, que 'le condena a sufrir la pena de nueve meses de 
prisión correccional, a un ario bajo la vigilancia de la alta 
policía después de cumplida su prisión, al pago de treinta i 
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respectivo abogado cada una, pero no fué oido el Ministerio 
Público. 

Considerando: que el recurrente fundamenta su recur-
so de casación 1° en la violación del artículo 190 del Código 
de Procedimiento -Criminal cuanto la sentencia del veinte j 
tres de febrero de mil novecientos veinte no menciona que 
el Ministerio Público diere sus conclusiones. 2° en aue el 
juez del fondo interpretó restrictivamente el artículo 1382 
del Código Civil afirmando que para que un daño moral pue-
da dar orijen a una indemnización es nreciso "que haya re-
percutido directamente sobre el patrimonio del ofendido 
creándole un verdadero perjuicio material posible de se I. 
convertido o valuado en una indemnización". 

Considerando: que para que los tribunales correccio-
nales conozcan válidamente de las causas que le son someti-
das, no sólamente reauiere la presencia del Ministerio Públi-
co en la audiencia o las audiencias ocupadas en la vista de la 
causa, sino que conforme a lo dispuesto por el artículo 190 
del Código de Procedimiento criminal es necesario que dé 
sus conclusiones; crue la circunstancia de aue la discusión de 
la liquidación de los daños i perjuicios se verificara en* una 
audiencia porterior a aquélla en la cual se pronunció la 
sentencia que condenó al señor Jelú a pagar daños i perjui-
cios, no justificó la falta de audición del miniáterio público 
en el caso—; i por tanto en la sentencia del 23 de febrero de 
mil novecientos veinte el Juzgado correccional violó el ar-
tículo 190 del Código de Procedimiento Criminal. 

Considerando: que la interpretación que según el re-
currente dió el Juez del fondo al artículo 1382 del Código 
Civil no puede constituir una violación de didho artículo, una 
vez que dicho Juez reconoció la existencia del delito i la de 
un daño moral CQMO su consecuencia, i acordó a la parte ci-
vil la indemnización que estimó procedente, todo lo cual es 
de la soberana apreciación de les jueces del fondo. 

Por tales motivos casa por violación del artículo 190 del 
Código de Procedimiento criminal la sentencia del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís de fecha veintitres de febrero de mil novecientos 
veinte, que condena al señor Antonio Jelú, a pagar la canti-
dad de veinticinco pesos oro al señor Angel Sandoval como  

indemnización de daños i perjuicios i al pago de los costos. 
Envía el asunto al Juziado de Primera Instancia de Santo 
Domingo, en sus atribuciones correccionales i compensa los 
costos. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter., Andrés J. Montolío.— A. Woss y Gil.— D. Rodríguez 
Montaño.— P. Báez Lavastida. 

• 
Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-

ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo. 
Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

• 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre ei recurso de casación interpuesto por el señor 
Manuel María Fernández (a) Pucho, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, del domicilio i residencia de "Las Peñitas", 
jurisdicción de la común de Dajabón, contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Mon-
te Cristy, de-fecha ocho de diciembre de mil novecientos diez 
i nueve, que le condena a sufrir la pena de nueve meses de 
prisión correccional, a un año bajo la vigilancia de la alta 
policía después de %cumplida su prisión, al pago de treinta i 



Bolctin 40  

siete pesos sesenta i dos centavos correspondientes a los 
Tiento cincuenta i medio metros de empalizada, cincuenta pe-
sos de multa, a la entrega del caballo o su equivalente valo-
rado en cincuenta pesos en favor de su dueño Novil Com-
pea, a cuatro cientos pesos de indemnización de la parte ci-
vil señor Raimundo Carrasco i al pago de los costos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se, 
cretaría del Juzgado de Primera Instancia, en fecha doce de 
diciembre de mil novecientos diez i nueve. 

Oído: el informe del Magistrado Jue,z Relator. 

Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos 
los artículos 195 del Código de Procedimiento criminal, 23 i 
47 de la Lei sobre Procdimiento de Casación. 

Considerando: que en el dispositivo de la sentencia im-
pugnada en este recurso de casación no se enuncian, como lo 
requiere el artículo 195 del Código de Procedimiento crimi-
nal, los hechos por los cuales fué juzgado culpable el recu-
rrente, que tal omisión de un requisito sustancial para la 
integridad del dispositivo de la sentencia, constituye tina 
:violación del artículo 195 del Código de Procedimiento cri-
minal. 

Por tales motivos, casa, la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia de Monte Cristy, de fecha ocho 
de diciembre de mil novecientos diez i nueve, contar el s'eñor 
Manuel Ma. Fernández (a) Pucho, arriba mencionado, en-
vía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia de San-
tiago en sus atribuciones correccionales. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. Montolío.— 
Báez Lavastida.— A. Woss y Gil. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de (la República 

Sobre eq recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de San Fran-
cisco de Macorís, cabecera de Provincia, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del mismo Distrito Judi-
cial de fecha veintitres de abril de mil novecientos veinte, 
que descarga al inculpado Miguel Mena del delito de extrac-
ción de la casa de sus mayores de la joven Flora Suarez, por 
insuficiencia de pruebas. 

Vista el acta del recarso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia de fecha veinti-
tres de abril de mil novec:entos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Prccurador de la Re; 

pública. 
La Suprema Corte, depués de haber deliberado i vistos 

las artículos 186 del Código de Prce. criminal i 34 de la Lei 
sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando: que el artículo 34 de la lei sobre Proce-
dimiento de Casación dispone nue si la sentencia ha sido dic-
tada en defecto el plazo para interponer el recurso de casa-
ción se empezará a contar desde el día en que Sa oposición 
no fuere admisible. 

Considerando: que según el artículo 186 del Código de 
Proc. criminal el plazo de la oposición a las sentencias en de-
fecto de los tribunales correccionales es de cinco días conta-
dos desde la notificación de la, sentencia al incu!pado o en su 
domicilio, mas un día por cada tres leguas de distancia. 

Considerando: que el presente recurso fué i-ntentulo 
por el procurador fiscal el 23 de abril de mil novecientos 
veinte, día en el cual fué pronunciada en defecto la senten-
cia impugnada, i por tanto es inadmisible. 

Por tales motivos, redhaza el recurso de casación inte.r-
puesto por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju- 
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siete pesos sesenta i dos centavos correspondientes a los 
Tiento cincuenta i medio metros de empalizada, cincuenta pe_ 
sos de multa, a la entrega del caballo o su equivalente valo-
rado en cincuenta pesos en favor de su dueño Novil Com-
pea, a cuatro cientos pesos de indemnización de la parte ci-
vil señor Raimundo Carrasco i al pago de los costos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se: 
cretaría del Juzgado de Primera Instancia, en fecha doce de 
diciembre de mil novecientos diez i nueve. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 

Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos 
los artículos 195 del Código de Procedimiento criminal, 23 i 
47 de la Lei sobre Procdimiento de Casación. 

Considerando: que en el dispositivo de la sentencia im-
pugnada en este recurso de casación no se enuncian, como lo 
requiere el artículo 195 del Código de Procedimiento crimi-
nal, los hechos por los cuales fué juzgado culpable el recu-
rrente, que tal omisión de un requisito sustancial para la 
integridad del dispositivo de la sentencia, constituye una 
,violación del artículo 195 del Código de Procedimiento cri-
minal. 

Por tales motivos, casa la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia de Monte Cristy, de fecha ocho 
de diciembre de mil novecientos diez i nueve, contar el señor 
Manuel Ma. Fernández (a) Pucho, arriba mencionado, en-
vía él asunto ante el Juzgado de Primera Instancia de San-
tiago en sus atribuciones correccionales. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. Montolío.— P. 
Báez Lava,stida.— A. Woss y Gil. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
1Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez.  

Bbletitt Jütlitittl 	 4i 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de aa República 

Sobre eq recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de San Fran-
cisco de Macorís, cabecera de Provincia, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del mismo Distrito Judi-
cial de fecha veintitres de abril de mil novecientos veinte, 
que descarga al inculpado Miguel Mena del delito de extrac-
ción de la casa de sus mayores de la joven Fiora Suarez, por 
insuficiencia de pruebas. 

Vista el acta del recarso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia de fecha veinti-
tres de abril de mil novec:entos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Prccurador de. la Re-* 

pública. 
La Suprema Corte, d'epués de haber deliberado i vistos 

los artículos 186 del Código de Prcc. criminal i 34 de la Lei 
sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando: que el artículo 34 de la lei sobre Proce-
dimiento de Casación dispone oue si la sentencia ha sido dic-
tada en defecto el plazo para interponer el recurs) de casa-
ción se empezará a contar desde el día en que !la oppsic:ón 
ho fuere admisible. 

Considerando: que según el artículo 186 del Código de 
Proc. criminal el plazo de la oposición a las sentencias en de-
fecto de /os tribunales correccionales es de cinco días conta-
dos desde la notificación de la sentencia al inculpado o en su 
domicilio, mas un día por cada tres leguas de distancia. 

Considerando: que el presente recurso fué intente-do 
por el procurador fiscal el 23 de abril de mil novécientos 
veinte, día en el cual fué pronunciada en defecto la senten-
cia impugnada, i por tanto es inadmisible. 

Por tales motivos, redhaza el recurso de casación inter-
puesto por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju- 
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dicial de San Francisco de Macorís, de fecha 23 de abril de 
mil novecientos veinte, que absuelvg al 'señor Miguel Mena, 
inculpado de haber extraido de la casa de sus mayores a la 
joven Flora Suarez, por insuficiencia de pruebas. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jup.- 
ter.— D. Rodríguez Montaño.— A. Woss y Gil.— P. Báez 
Lavastida.— Andrés J. Montolío. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos 
los artículos 336 del Código Penal 26 i 71 de la Lei sobre 
Procedimiento de Casación. 

Considerando, que el diez de febrero de mil novecientos 
diez i nueve, el señor Octavio Lopez, presentó querella al 
Procurador Fiscal de Pacificador contra Evarista 'Lopez, su 
esposa, por el hecho de adulterio; nue el veintiocho de mayo 
de mil novecientos diez i nueve la Cámara de Calificación 
envió la causa por ante el Tribunal Correccional'; que ese. 
Tribunal por sentencia del treinta de Julio de mil novecien-
tos diez i nueve, descargó a la acusada i condenó a Octavio 
Lopez, parte civil, en las costas; nue el seis de agosto de mil 
novecientos diez i nueve, el señor Octavio Lopez interpuso 
recurso de casación, i la Suprema Corte, el diez i nueve de 
noviembre de mil novecientos diez i nueve, casó la predicha 
sentencia por que Octavin Lopez no fué convicto de haber 
tenido una concubina en el domicilio conyugal, i envió el a-
sunto al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Espaillat; 

Considerando, nue el Juzgado de Primera Instancia de 
Espaillat, por su sentencia del treinta i uno de enero de mil 
novecientos veinte, descargó a la señora Evarista Lopez pOr 
reconocer probado él adulterio de Octavio Lopez, su esposo" 
i le condenó al pago de los costos. 

Contra esa sentencia recurrió en casación el señor Lo-
pez, el cuatro de febrero de mil novecientos veinte, por no 
estar conforme con ella; 

Considerando, que el Juez del fondo es soberano al re-
conocer que el recurrente mantuvo una concubina bajo el 
techo conyugal, antes de la infidelidad de su esposa, puesto 
que versa sobre la comprobación. de un hecho material; 

Considerando, aue según el artículo 336 combinado con 
el 339 del Código Penal, la facultad que tiene el marido pa-
ra denunciar el adulterio de la mujer, cesa si está convicto 
de haber"mantenido concubina en la casa conyugal; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor Oetavio Lopez, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, 
de fecha treinta i uno de enero de mil novecientos veinte, i 
lo condena al pago de los costos. 

   

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

3obre el recurso de casación interpuesto por el señor 
'Octavio López, mayor de edad, agricultor, residente. en Villa 
Rivas, contra sentencia del Juzg,ado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Espaillat, de fecha treinta i uno de 
enero de mil novecientos veinte, que descarga a la señora 
Evarista Lopez, del delito de adulterio i lo condena como 
parte civil al pago de los costos. 

Vista el a,cta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado de Primera Instancia, de fecha cua-
tro de febrero de mil novecientos veinte. 

Oído: dl informe del Magistrado Juez Relator. 

Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República. 
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La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos 
los artículos 336 del Código Penal 26 i 71 ,de la Lei sobre 
Procedimiento de Casación. 

Considerando, que el diez de febrero de mil novecientos 
diez i nueve, el señor Octavio Lopez, presentó querella al 
Procurador Fiscal de Pacificador contra Evarista Lopez, su 
esposa, por el hecho de adulterio; que el veintiocho de mayo 
de mil novecientos diez i nueve la Cámara de Calificación 
envió la causa por ante el Tribunal Correccional; que ese 
Tribunal por sentencia del treinta de Julio de mil novecien-
tos diez i nueve, descargó a la acusada i condenó a Octavio 
Lopez, parte civil, en las costas; oue el seis de agosto de mil 
novecientos diez i nueve, el señor Octavio Lopez interpuso 
recurso de casación, i la Suprema Corte, el diez i nueve de 
noviembre de mil novecientos diez i nueve, casó la predicha 
sentencia por que Octavió Lopez no fué convicto de haber 
tenido una concubina en el domicilio conyugal, i envió el a-
sunto al Juzgado de Prinwra Instancia del Distrito Judicial 
de Espaillat; 

Considerando, que el Juzgado de Primera Instancia de 
Espaillat, por su sentencia del treinta i uno de enero de mil 
novecientos veinte, descargó a .1a señora Evarista Lopez par. 
reconocer probado él adulterio de Octavio Lopez, su esposo 
i le condenó al pago de los costos. 

Contra esa sentencia recurrió en casación el señor Lo-
pez, el cuatro de febrero de mil novecientos veinte, por no 
estar conforme con ella; 

Considerando, que el Juez del fondo es soberano al re-
conocer que el recurrente mantuvo una concubina bajo el 
techo conyugal, antes de la infidelidad de su esposa, puesto 
que versa sobre la comprobación de un hecho material; 

Considerando, aue según el artículo 336 combinado con 
el 339 del Código Penal, la facultad que tiene el marido pa-
ra denunciar el adulterio de la mujer, cesa si está convicto 
de haber'mantenido concubina en la casa conyugal; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor Octavio Lopez, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, 
de fecha treinta i uno de enero de mil novecientos veinte, i 
lo condena al pago de los costos. 

a, 
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dicial de San Francisco de Macorís, de fecha 23 de abril de 
mil novecientos veinte, que absuelve al 'señor Miguel Mena, 
inculpado de haber extraido de la casa de sus mayores a la 
joven Flora Suarez. por insuficiencia de pruebas. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montaño.— A. Woss y Gil.— P. Báez 
Lavastida, Andrés J. Montolío. 

Dada i firmada ha Sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el seriar 
'Octavio López, mayor de edad, agricultor, residente, en Villa 
Rivas, contra sentencia d-el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Espaillat, de fecha treinta i uno de 
enero de mil novecientos veinte, que descarga a la señora 
Evarista Lopez, del delito de adulterio i lo condena como 
parte. civil al pago de los costos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado de Primera Instancia, de fecha cua-
tro de febrero de mil novecientos veinte. 

Oído: dl informe del Magistrado Juez Relator. 

Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República. 



42 	 Boletín Judicial 

dicial de San Francisco de Macorís, de fecha 23 de abril de 
mil novecientos veinte, que absuelve al 'señor Miguel Mena, 
inculpado de haber extraido de la casa de sus mayores a la 
joven Flora Suarez, por insuficiencia de pruebas. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montaño.— A. Woss y Gi`1.— P. Báez 
Lavastida.— Andrés J. Montolío. 

Dada 1 firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día doce de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

Urdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

‘3obre el recurso de casación interpuesto por el señor 
'Oetavio López, mayor de edad, agricultor, residente en Villa 
Rivas, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Espaillat, de fecha treinta i uno de 
enero de-mil novecientos veinte, que descarga a la señora 
Evarista Lopez, del delito de adulterio i lo condena como 
parte civil al pago de los costos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado de Primera Instancia, de fecha cua-
tro de febrero de mil novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 

Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República. 
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La 'Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos 
los artículos 336 del Código Penal 26 i 71 de la Lei sobre 
Procedimiento de Casación. 

Considerando, que el diez de febrero de mil novecientos 
diez i nueve, el señor Octavio Lopez, presentó querella al 
Procurador Fiscal de Pacificador contra Evarista Lopez, su 
esposa, por el hecho de adulterio; nue el veintiocho de mayo 
de mil novecientos diez i nueve la Cámara de Calificación 
envió la causa por ante el Tribunal Correccional; nue ese 
Tribunal por sentencia del treinta de Julio de mil novecien-
tos diez i nueve, descargó a la acusada i condenó a Octavio 
Lopez, parte civil, en las coste-s; nue el seis de agosto de mil 
novecientos diez i nueve, el señor Octavio Lopez interpuso 
recurso de casación, i la Suprema Corte, el diez i nueve de 
noviembre de mil novecientos diez i nueve, casó la predicha 
sentencia por que Octavió Lopez no fué convicto de haber 
tenido una concubina en el domicilio conyugal, i envió el a-
sunto al Juzgado de Primiera Instancia del Distrito Judicial - 
de Espaillat; 

Considerando, aue el Juzgado de Primera Instancia de 
Espaillat, por su sentencia del treinta i uno de enero de mil 
novecientos veinte, descargó a la señora Evarista Lopez por. 
reconocer probado el adulterio de Octavio Lopez, su esposo 
i le condenó al pago de los costos. 

Contra esa sentencia recurrió en casación el señor Lo-
pez, el cuatro de febrero de mil novecientos veinte, por no 
estar conforme con ella; 

C,onsiderando, que el Juez del fondo es soberano al re-
conocer que el recurrente mantuvo una concubina bajo el 
techo conyugal, antes de la infidelidad de su esposa, puesto 
que versa sobre la comprobación de un hecho material; 

Considerando, nue según el artículo 336 combinado con 
el 339 del Código Penal, la facultad que tiene el marido pa-
ra denunciar el adulterio de la mujer, cesa si está convicto 
de haber'mantenido concubina en la casa conyugal; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor Octavio Lopez, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, 
de fecha treinta i uno de enero de mil novecientos veinte, i 
lo condena al pago de los costos. 
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(Firmados) M.ele J. González M.— D. Rodríguez Mon-
taño.— A. Woss y Gil.— Augusto A. Jupiter.— Andrés j. 
Montellío.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran en la audiencia Pública del 
día diez i nueve de agosto de mil noveeientos veinte i uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nom'bre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Caries Thompson, mayor de edad, casado, bracero, del domi-
cilio i re,sidencia de Puerto Plata, contra sentencia dictada 
per el Juzgado de Primera Instancia ddl Distrito Judicial 
d-e Puerto Plata, de fecha veintidos de abril de mil novecien-
tos veinte, que le condena a sufrir la pena de seis meses de 
prisión i pago. de los costos, por el delito de raterías, cien pe-
ses moneda americana en favor de la auerellante señora Do-
lores Holguin en concepto de daños i perjuicios. 

Vista el acta ddl recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia de fecha treinta 
de abril de mil .novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del .Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vis- • 

tos los artículos 384, 381 inciso 49 i 393 ddl Código Penal i 
71 de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que el Juez del fondo ha admitido en la 
sentencia que motiva este recurso, como hechos concurren.-  

tes en la comisión de la sustracción de varios objetos de uso 
doméstico (loza, cubiertos, sábanas, etc. etc.) realizada por 
el señor Carlos Thompson en perjuicio de la señora Dolores 
Holguin Veras; 19. que di robo se ejecutó "desajustando" 
una puerta que dá al patio de la casa cuyo patio colinda con 
el de la casa aue habita Thompson i los divide una empaliza-
da de tablas de poca altura, i 29 que algunos de los efectos ro-
bados aparecieron en poder de Thompson sin oue este pudie-
ra probar la procedencia; 

Considerando, que el robo realizado en casa habitada 
con fractura de puerta, es calificado crimen según el artícu-
lo 384 del Código Penal combinado con el inciso 4a del artícu-
lo 381 del mismo Código i por tanto es a la,Corte de Apela-
ción en funciones de Tribunal Criminal a quien compete el 
juzgarlo, de acuerdo con el artículo 6 de la Orden Ejecutiva 
No. 302; que eso no obstante, la Suprema Corte teniendo en 
cuenta que casada esa sentencia la pena que debería impo-
nerse al recurrente sería de carácter aflictivo o infamante i 
de que el recurso intentado loo ha sido por el condenado sóla-
mente, i en vista del principio sustentado ya por este Supre-
mo Tribunal de que no debe agravarse la condición del re-
currente en tales condicione,s, mantiene qa, referida senten-
cia. 

Por tales razones, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor C2.rlos Thompson, contra sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata, de fecha veintidos de abril de mil no-
vecientos veinte, aue le condena a sufrir la Pena de seis rne-. 
ses de prisión i pago de los costos, por el ddlito de raterías, 
a cien pesos moneda americana en favor de la señora Dolores 
Holguin en concepto de daños i perjuicios, i le condena al 
pago de los costos de este recurso. 

(Firmados) M. de J. González 111.— Augusto A. Jupi-
ter.— Andrés J. Montolío.— D. Rodríguez Montaño.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia, por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audfencia pública dell 
día diez i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 
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(Firmados) M..cle J. González M.— D. Rodríguez Mon-
taño.— A. Woss y Gil.— Augusto A. Jupiter.— Andrés J. 
Montallo.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se_ 
flores jueces que arriba figuran en la audiencia pública del 
día diez i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Caries Thompson, mayor de edad, casado, bracero, del domi-
cilio i residencia de Puerto Plata, contra sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia dell Distrito Judicial 
de Puerto Plata, de fec'ha veintidos de abril de. mil novecien-
tos veinte, que le condena a súfrir la pena de seis meses de 
prisión i pago, de los costos, por el delito de raterías, cien pe-
ses moneda americana en favor de la auerellante señora Do-
lores Holguin en concento de daños i perjuicios. 

Vista el acta ddl recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia (le fecha treinta 
de abril de mil movecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído : el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vis-

tos los artículos 384, 381 inciso 49 i 393 ddl Código Penal f 
71 de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que el Juez del fondo ha admitido en la 
sentencia que motiva este recurso, como hechos concurren,  

tes en la comisión de la sustracción de vario1 objetos de uso 
doméstico (loza, cubiertos, sábanas, etc. etc.) realizada por 
el señor Carlos Thompson en perjuicio de la señora Dolores 
Holguin Veras; 19. que el robo se ejecutó "desajustando" 
una puerta que dá al patio de la casa cuyo patio colinda con 
el de la casa aue habita Thompson i los divide una empaliza-
da de tablas de poca altura, i 29 que algunos de los efectos ro-
bados aparecieron en poder de Thompson sin aue este pudie-
ra probar la procedencia; 

Considerando, que el robo realizado en casa habitada 
con fractura de puerta, es calificado crimen según el artícu-
lo 384 del Código Penal combinado con el inciso 4d del artícu-
lo 381 del mismo Código i por tanto es a la,Corte de Apela-
ción en funciones de Tribunal Criminal a quien compete el 
juzgarlo, de acuerdo con el artículo 6 de la Orden Ejecutiva 
No. 302; que eso no obstante, la Suprema Corte teniendo en 
cuenta que casada esa sentencia la pena que debería impo-
nerse al recurrente sería de,,carácter aflictivo o infamante i 
de que el recurso intentado lo ha sido por el condenado sóla-
mente, i en vista del principio sustentado ya por este Supre-
mo Tribunal de que no debe agravarse la condición del re-
currente en tales condiciones, mantiene la referida senten-
cia. 

Por tales razones, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor Carlos Thompson, contra sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata, de fepha veintidos de abril de mil no-
vecientos veinte, aue le condena a sufrir la pena de seis me-. 
ses de prisión i pago de los costos, por el ddlito de raterías, 
a cien pesos moneda americana en favor de la señora Dolores 
Holguin en concepto de daños i perjuicios, i le condena al 
pago de los costos de este recurso. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— Andrés J. Montolío.— D. Rodríguez Montario.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia, por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audíencia pública del 
día diez i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 
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(Firmados) M. de J. González M.— D. Rodríguez Mon.. 
taño.— A. Woss y Gil.— Augusto A. Jupiter.— Andrés J. 
Montellío.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sente,ncia por los se_ 
ñores jueces que arriba figuran en la audiencia Pública del 
día diez i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Carlos Thompson, mayor de edad, casado, bracero, del domi-
cilio i residencia de Puerto Plata, contra sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia dell Distrito Judicial 
de Puerto Plata, de fecha veintidos de abril de, mil novecien-
tos veinte, que le condena a sufrir la pena de seis meses de 
prisión i pago de los costos, por el delito de raterías, cien pe-
ses moneda americana en favor de la auerellante señora Do-
lores Holguin en concepto de daños i perjuicio,s. 

Vista el acta ddl recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia de fecha treinta 
de abril de mil novecientos veinte. 

Oído : el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magi,strado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vis-

tos los artículos 384, 381 inciso i 393 ddl Código Penal i 
71 de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que el Juez del fondo ha admitido en la 
sentencia que motiva este recurso, como hechos concurren- 

tes en la comisión de la sustracción de varios objetos de uso 
doméstico (loza, cubiertos, sábanas, etc. etc.) realizada por 
el señor Carlos Thompson en perjuicio de la señora Dolores 
Holguin Veras; P. que el robo se ejecutó "desajustando" 
una puerta que dá al patio de la casa cuyo patio colinda con 
el de la casa aue habita Thompson i los divide una empaliza-
da de tablas de poca altura, i 29 que algunos de los efectos ro-
bados aparecieron en poder de Thompson sin nue este pudie-
ra probar la procedencia; 

Considerando, que el robo realizado en casa habitada 
can fractura de puerta, es cáliflcado crimen según el artícu-
lo 384 del Código Penal combinado con el inciso 4a del artícu-
lo 381 del mismo Código i por tanto es a la,Corte de Apela-
ción en funciones de Tribunal Criminal a quien compete el 
juzgarlo, de acuerdo con el artículo 6 de Orden Ejecutiva 
No. 302; que eso no obstante, la Suprema Corte teniendo en 
cuenta que casada esa sentencia la pena que debería impo-
nerse al recurrente sería de.carácter aflictivo o infamante i 
de que el recurso intentado lo ha sido por el condenado sóla-
mente, i en vista del principio sustentado ya por este Supre-
mo Tribunal de que no debe agravarse la condición del re-
currente en tales condiciones, mantiene (la referida senten-
cia. 

Por tales razones, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor Carlos Thompson, contra sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata, de fecha veintidos de abril de mil no-
vecientos veinte, aue le condena a sufrir la pena de seis me-. 
ses de prisión i pago de los costos, por el ddlito de raterías, 
a cien pesos moneda americana en favor de la señora Dolores 
Holguin en concepto de daños i perjuicios, i le condena al 
pago de los costas de este recurso. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— Andrés J. Montolío.— D. Rodríguez Montaña.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia, por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día diez i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Julio Meyer, mayor de edad, soltero, albañil, natural de San' 
Martín (Isla Inglesa), del domicilio i residencia de La Ro-
mana, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial del Seybo, de fecha diez i seis de marzo 
de mil novecientos veinte, aue le condena a sufrir la pena de 
seis meses de prisión correccional, treinta pesos oro de. mul-
ta, a la restitución de los quinientos pesos estafados, a una 
indemnización de cien pesos oro en favor de la señora Luisa 
Mota, constituida parte civil i al pago de los costos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia, de fecha diez i 
siete de marzo de mil novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador-General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos 

los artículos 379, 401 i 405 del C,ódigo Penal i 71 de la Lei 
sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que el Juez del fondo reconoce en la sen-
tencia impugnada, que el nombrado Julio Merar fué a la ca-
sa de la señora Luisa Mota, sita en el lugar de Guaymate ju-
risdicción de la común de La Romana, e hiitrque ella le en-
tregara, so pretexto.de confrontarlo en la lista aue portaba, 
un décimo de billete de la Lotería a favor del Hospital de 
Lázaros correspondiente al sorteo del 25 de enero de mil no-
vecientos veinte, que el mismo le había vendido días antes; 
que después de confrontarlo se guardó el décimo de billete i 
entregó a la Mota cincuenta centavos haciéndole entender 
era lo que le correspondía de los cinco pesos, con que estaba 
premiado, mientras que lo estaba con la suma de cinco mil 
pesos. 

Considerando, que el Juez en razón del medio fraudu- 
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lento dé que se sirvió Meyer para sustraer a la señora Mota 
los quinientos pesos conque estaba premiado el décimo de bi-
llete que se apropió, le condenó como autor del delito de es-
tafa. 

Considerando, que según el artículo 405 del Código Pe-
nal, el delito de estafa se comete cuando el ajente para rea-
lizarlo alega la existencia de empresas falsas de créditos 
imaginarios, de poderes supuestos, o de manejos que haga 
concebir la esperanza i el temor de un accidente o de cual-
quiera otro acontecimiento quimérico; i Meyer en el caso no 
se sirvió de ninguno de esos medios para llevar a cabo su ma-
la acción por lo cual resulta una errada calificación la hecha 
por el Juez del fondo ; 

Considerando, que según los términos el artículo 379 
del Código citado el que con fraude sustrae una cosa que no 
le pertenece, se hace reo de robo, que Mayer al ocultar a la 
Mota el quantun real del premio, i al apropiarse el décimo 
de billete por cincuenta centavos sustituyó. fraudulentamen-
te a la Mota, los cuatrocientos noVeinta i nueve pesos cin-
cuenta centavos oro diferencia que correspondía para com-
pletar el premio del billete, i por lo tanto se hizo reo de robo 
simple, sancionado por el artículo 401 del Código citado, to-
da vez que en la realización de ese hecho no hubo consenti-
miento de parte de la Mota. 

Considerando, que no obatante el error cometido por el 
Juez del fondo la sentencia impugnada debe mantenerse, 
por cuanto que Meylt único recurrente, al intentar su recur-
so lo hizo en beneficio propio, i es principio sustentado ya por 
la Suprema Corte que, en casos análogos, no debe dejarse 
expuesto al recurrente a que pueda agravarse la pena al co-
nocerse nuevamente de la causa. 

Por -tales motivos, se rechaza el recurso de casación in-
tentado por el señor Julio Meyer contra la sentencia del Juz-- 
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Seybo, 
de fecha 'diez i seis de marzo de mil novecientos veinte, que 
lo condena a seis meses de prisión correccional i treinta pe-
sos de multa i al pago de los costos, por el delito de estafa 
en perjuicio de Luisa Mota, i además a la restitución de los 
quinientos pesos oro, a favor de la referida señora Luisa 
Mota, constituida parte civil. Se condena a Julio Meyer al 
pago de los costos de este recurso. 

4 
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DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Julio Meyer, mayor de edad, soltero, albañil, natural de, San' 
Martín (Isla Inglesa), del domicilio i residencia de La Ro- < 
mana, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial del Seybo, de fecha diez i seis de marzo 
de mil novecientos veinte, oue le condena a sufrir la pena de 
seis meses de prisión correccional, treinta pe~ oro de mul-
ta, a la restitución de los quinientos pesos estafados, a una 
indemnización de cien pesos oro en favor de la señora Luisa 
Mota, constituida parte civil i al pago de los costos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado de Primera Instancia, de fecha diez i 
siete de marzo de mil novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador-General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos 

los artículos 379, 401 i 405 del C,ódigo Penal i 71 de la Lei 
sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que el Juez del fondo reconoce en la sen-
tencia impugnada, que el nombrado Julio Meyer fué a la ca-
sa de la señora Luisa Mota, sita en el lugar de Guaymate ju-
risdicción de la común de La Romana, e hizb'que ella le en-
tregara, so pretexto,de confrontarlo en la lista Que portaba, 
un décimo de billete de la Lotería a favor del Hospital de 
Lázaros correspondiente al sorteo del 25 de enero de mil no-
vecientos veinte, oue el mismo le había vendido días antes; 
que después de confrontarlo se guardó el décimo de billete i 
entregó a la Mota, cincuenta centavos haciéndole entender 
era lo que le correspondía de los cinco pesos, con que estaba 
premiado, mientras que lo estaba con la suma de cinco mil 
pesos. 

Considerando, que el Juez en razón del medio fraudu- 
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lento de que se sirvió Meyer para sustraer a la señora Mota 
los quinientos pesos conque estaba premiado el décimo de bi-
llete que se apropió, le condenó como autor del delito de es-
tafa. 

Considerando, que según el artículo 405 del Código Pe-
nal, el delito de estafa se comete cuando el ajente para rea-
lizarlo alega la existencia de empre,sas falsas de créditos 
imaginarios, de poderes supuestos, o de manejos que haga 
concebir la esperanza i el temor de un accidente o de cual-
quiera otro acontecimiento quimérico; i Meyer en el caso no 
se sirvió de ninguno de esos medios para llevar a cabo su ma-
la acción por lo cual resulta una errada calificación la hecha 
por el Juez del fondo; 

Considerando, que según los términos el artículo 379 
del Código citado el que con fraude sustrae una cosa que no 
le pertenece, se hace reo de robo, que Mayer al ocultar a la 
Mota el quantun real tiel premio, i al apropiarse el décimo 
de billete por cincuenta centavos sustituyó. fraudulentamen-
te a la Mota, los cuatrocientos noVeinta i nueve pesos cin-
cuenta centavos oro diferencia que correspondía para com-
pletar el premio del billete, i por lo tanto se hizo reo de robo 
simple, sancionado por el artículo 401 del Código citado, to-
da vez que en la realización de ese hecho no hubo consenti-
miento de parte de la Mota. 

Considerando, que no obstante el error cometido por el 
Juez del fondo la sentencia impugnada debe mantenerse, 
por cuanto que Meylt único recurrente, al intentar su recur-
so lo hizo en beneficio propio, i es principio sustentado ya por 
la Suprema Corte que, en casos análogos, no debe dejarse 
expuesto al recurrente a que pueda agravarse la pena al co-

- nocerse nuevamente de la causa. 
Por tales motivos, se rechaza el recurso de casación in-

tentado por el señor Julio Meyer contra la sentencia del Juz-- 
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Seybo, 
de fecha diez i seis de marzo de mil novecientos veinte, que 
lo condena a seis meses de prisión correccional i treinta pe-
sos de multa i al pago de los costos, por el delito de estafa 
en perjuicio de Luisa Mota, i además a la restitución de los 
quinientos pesos oro, a favor de la referida señora Luisa 
Mota, constituida parte civil. Se condena a Julio Meyer al 
pago de los costos de este recurso. 

4 



48 	 tioletin Judiciál 

(FirMados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— Andrés J., Montolío.— D. Rodríguez Montaño.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que en ella figuran, en la audiencia pública del 
día diez i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Antonio Hidalgo, mayor de edad, rentista, del domicilio i 
residencia de Salcedo, contra sentencia de la Alcaldía de la 
común de Salcedo, de fecha seis de marzo de mil novecientos 
veinte, que le condena al pago de los costos del procedimien-
to de la causa seguida contra la señora Berta Tejada. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Alcaldía, de fecha ocho de marzo de nove-
cientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vis-

tos los artículos 60 i 162 del Código de Procedimiento crimi-
nal. 

Considerando, que conforme al artículo 66 del Código 
de Procedimiento criminal para que los querellantes sean re-
putados parte civil es necesario que lo declare formalmente, 
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bien sea por medio de la querella, bien por acto subsiguien-
te, o que de un modo u otro formen demanda en daños i per-
juicios. 

Considerando, que Antonio Hidalgo se querelló contra 
Berta Tejada, pero ni del expediente ni de la sentencia cons-
ta que se constituyera parte civil, i por tanto el Juez del fon-
do al condenarlo al pago de los costos violó el artículo 162 
del Código de Procedimiento criminal. 

Por tales motivos casa la sentencia dictada por la Al-
caldía de la común de Salcedo, de fecha seis de marzo de mil 
novecientos veinte, que condeda al señor Antonio Hidalgo al 
pago de los costos del procedimiento de la causa seguida eon-
tra la señora Berta Tejada. 

(Firmado) M. de J. González M.— D. Rodríguez Mon-
taño.— Augusto A. Jupiter.— Andrés J. MontOlío.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez LaTastida. 

Dada i firmada ,ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores que arriba figuran, en la audiencia pública del día diez 
i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno. lo que yo,* 
Secretario [General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBrRTAD, 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpiuesto por el Procu-
rador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, contra senten-
cia de aquel Juzgado, de fecha veinte i dos de marzo de mil 
novecientos veinte, que condena a los se-ñores Manuel Ra-
món Peña, José Reyes, Arturo Nuñez, Ramón Reyes, Ama-
ble Almanzar, Manuel de Jesús Almanzar, Francisco Pérez 
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(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— Andrés J., Montolío.— D. Rodríguez Montario.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por loa se-
ñores jueces que en ella figuran, en la audiencia pública del 
día diez i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

rallourderwwws 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la. República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Antonio Hidalgo, mayor de edad, rentista, del domicilio i 
residencia de Salcedo, contra sentencia de la Alcaldía de la 
común de Salcedo, de fecha seis de marzo de mil novecientos 
veinte, que le condena al pago de los costos del procedimien-
to de la causa seguida contra la señora Berta Tejada. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Alcaldía, de fecha ocho de marzo de mil nove-
cientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vis-

tos los artículos 60 i 162 del Código de Procedimiento crimi-
nal. 

Considerando, que conforme al artículo 66 del Código 
de Procedimiento criminal para que los querellantes sean re-
putados parte civil es necesario que lo declare formalmente,  

bien sea por medio de la querella, bien por acto subsiguien-
te, o que de un modo u otro formen demanda en daños i per-
juicios. 

Considerando, que Antonio Hidalgo se querelló contra 
Berta Tejada, pero ni del expediente ni de la sentencia cons-
ta que se oí:Instituyera parte civil, i por tanto el Juez del fon-
do al condenarlo al pago de los costos violó él artículo 162 
del Código de Procedimiento criminal. 

Por tales motivos casa la sentencia dictada por la Al-
caldía de la común de Salcedo, de fecha seis de marzo cle mil 
novecientos ,veinte, que condeda al señor Antonio Hidalgo al 
pago de los costos del procedimiento de la causa seguida con-
tra la señora Berta Tejada. 

(Firmado) M. de J. González M.— D. Rodríguez Mon-
tafío.— Augusto A. Jupiter.— Andrés J. Montuno.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lal'astida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores que arriba figuran, en la audiencia pública del día diez 
i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno. lo que yo,. 
Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBVIITAD, 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Procu-
rador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, contra senten-
cia de aquel Juzgado, de fecha veinte i dos de marzo de mil 
novecientos veinte, que condena a los señores Manuel Ra-
món Peña, José Reyes, Arturo Nuñez, Ramón Reyes, Ama-
ble Almanzar, Manuel de Jesús Almanzar, Francisco Pérez 
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(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Julpi. 
ter.— Andrés Ji Montolío.— D. Rodríguez Montafío.— A, 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por loS se-
ñores jueces que en ella figuran, en la audiencia pública del 
día diez i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
que y-o, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

anumlimlwilibm■ 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

:Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Antonio Hidalgo, mayor de edad, rentista, del domicilio i 
residencia de Salcedo, contra sentencia de la Alcaldía de la 
común de Salcedo, de fecha seis de marzo de mil novecientos 
veinte, que le condena al pago de los costos del procedimien-
to de la causa seguida contra la señora Berta Tejada. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Alcaldía, de fecha ocho de marzo de mil nove-
cientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vis-

tos los artículos 60 i 162 del Código de Procedimiento crimi-
nal. 

Considerando, que conforme al artículo 66 del Código 
de Procedimiento criminal para que los querellantes sean re-
putados parte civil es necesario que lo declare formalmente, 
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bien sea por medio de la querella, bien por acto subsiguien-
te, o que de un modo u otro formen demanda en daños i per-
juicios. 

- 

Considerando, que Antonio Hidalgo se querelló contra 
Berta Tejada, pero ni del expediente ni de la sentencia cons-
ta que se cónstituyera parte civil, i por tanto el Juez del fon-
do al condenarlo al pago de los costos violó él artículo 162 
del Código de Procedimiento criminal. 

Por tales motivos casa la sentencia dictada por la Al-
caldía de la común de Salcedo, de fecha seis de marzo d2. mil  
novecientos veinte, que condeda al señor Antonio Hidalgo al 
pago de los costos del Procedimiento de la causa ssguida con-
tra la señora Berta Tejada. 

(Firmado) M. de J. González M.— D. Rodríguez Mon-
taño.— Augusto A. Jupiter.— Andrés J. Montotlío.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez LOastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores que arriba figuran, en la audiencia pública del día diez 
i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno. lo que yo,• 
Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBrRTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Procu-
rador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, contra senten-
cia de aqadl Juzgado, de fecha veinte 1 dos de marzo de mil 
novecientos veinte, que condena a los señores Manuel Ra-
món Peña, José Reyes, Arturo Nuñez, Ramón Reyes, Ama-
ble Almanzar, Manuel de Jesús Almanzar, Francisco Pérez 
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(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Ji:111.. 
ter.— Andrés J., Montolío.— D. Rodríguez Montarlo.— A, 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que en ella figuran, en la audiencia pública del 
día diez i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA I LIBER,TAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Antonio Hidalgo, mayor de edad, rentista, del domicilio i 
residencia de Salcedo, contra sentencia de la Alcaldía de la 
común de Salcedo, de fecha seis de marzo de mil novecientos 
veinte, que le condena al pago de los costos del procedimien-
to de la causa seguida contra la señora Berta Tejada. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Alcaldía, de fecha ocho de marzo de mil nove-
ci entos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator, 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vis-

tos los artículos 60 i 162 del Código de Procedimiento crimi-
nal. 

Considerando, que conforme al artículo 66 del Código 
de Procedimiento criminal para que los querellantes sean re-
putados parte civil es necesario que lo declare formalmente, 
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bien sea por medio de la querella, bien por acto subsiguien-
te, o que de un modo u otro formen demanda en daños i per-
juicios. 

Considerando, que Antonio Hidalgo se querelló contra 
Berta Tejada, pero ni del expediente ni de la sentencia cons-
ta que se cónstituyera parte civil, i por tanto el Juez del fon-
do al condenarlo al pago de los costos violó él artículo 162 
del Código de Procedimiento criminal. 

Por tales motivos casa la sentencia dictada por la Al-
caldía de la común de Salcedo, de fecha seis de marzo d2 mil 
novecientos veinte, que condeda al señor Antonio Hidalgo al 
pago de los costos del nrocedimiento de la causa seguida con-
tra la señora Berta Tejada. 

(Firmado) M. de J. González M.— D. Rodríguez Mon-
taño.— Augusto A. Jupiter.— Andrés J. Montolío.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez LOastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores que arriba figuran, en la audiencia pública del día diez 
i nueve de agosto de mil novecientos veinte i uno. lo que yo,- 
Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBMTAD. 

R,epública Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Procu-
rador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, contra senten-
cia de aquel Juzgado, de fecha veinte i dos de marzo de mil 
novecientos veinte, que condena a los señores Manuel Ra-
Trión Peña, José Reyes, Arturo Nuñez, Ramón Reyes, Ama-
ble Almanzar, Manuel de Jesús Almanzar, Francisco Pérez 
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i Luis de Jesús Almanzar, a cinco días de prisión i cinco pe-
sos de multa cada uno, por juego de gallos en lugar i día 
prohibidos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado de Primera' Instancia, de fecha vein-
titres de marzo de mil novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos 

los artículos 55 i 101 de la Lei de Policía, i 26 de la Lei sobre 
Procedimiento de Casación. 

Considerando, en hecho que el Juez del fondo reconoció 
en la sentencia que motiva este recurso, que los condenado,, 
"establecieron juego de gallos, en lugar prohibidos". 

Considerando, que el Ministerio público único recurren-
te, funda su recurso en la violación de los artículos 54 de la 
Lei de Policía i 410 del Código Penal. 

Considerando, en derecho que la Lei de Policía, al acor-
dar a los Ayuntamientos la facultad de reglamentar el jue-
go de ga'llos, artículos 55 ha hecho una excepción al princi-
pio general que prohibe toda clase de juego de e.nvite o azar 
contenido en el artículo 53 de la misma lei; que el juego de 
gallos en lugar prohibido, en consecuencia, no constituye 
una violación del artículo 54 que solo es aplicable a los casos 
que quedan abarcados por el principio prohibitivo del ar-
tículo 53, sino que constituye una violación ál Reglamento 
Municipal que establece las reglas que deben observarse pa-
ra que el juego de gallos quede autorizado. 

Considerando, Que tomo esa infracción no tiene una pe-
na determinada por la Lei de Policía, su sanción queda regi-
da por el artículo 101 de la lei citada. 

Por tales motivos, rechaza él recurso de casación inter-
puesto por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de La Vega, contra sentencia del Juzgado de lra. Ins-
tancia del mismo Distrito Judicial de fecha veintidos de 
marzo de mil novecientos veinte, i declara los costo de oficio. 

(Ermados) IVI. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— Andrés J. Montolío.— A. Woss y Gil.— P. Báez La-
vastida.— D. Rodríguez Montafio. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día diez i nueve de agosto de mil novecientos veintei uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug A..Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 
Carmela Ferdandez, mayor de edad, soltera, de este domici-
lio ir esidencia, contra sentencia dictada por la Alcaldía de 
la Tercera Circunscrijción de la común de Santo Domingo, 
en funciones de Tribunal de Higiene, de fecha veinte de ma-
yo de mil novecientos veinte, que le condena a veinte i cinco 
pesos oro de mina i al pago de los costos, por ejercer la 
prostitución clandestina en esta ciudad. 

Vista el acta dél recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Alcaldía, de fecha veinte de mayo de mil nove- 
cientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
. Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la Repplica. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado i visto 
el artículo 163 del Código de Procedimiento criminal, i 24 
de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que el veinte de may-o de mil novecientos 
veinte el oficial de Sanidad del Distrito No. 1, sometió al 
Juez Alcalde de 'la Tercera Circunscripción de la común de 
Santo Domingo> a la señora Carmela Fernandez prevenida 
de ejercer la prostitución clandestina, según le fué denun-
ciado por la Guardia Nacional Dominicana. 
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i Luis de Jesús Almanzar, a cinco días de prisión i cinco pe-
sos de multa cada uno, por juego de gallos en lugar i día 
prohibidos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado de Primera' Instancia, de fecha vein-
titres de marzo de mil novecientos veinte. 

Oído: el informe del 1Vlagistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos 

los artículos 55 i 101 de la Lei de Policía, i 26 de la Lei sobre 
Procedimiento de Casación. 

Considerando, en hecho que el Juez del fondo reconoció 
en la sentencia que motiva este recurso, que los condenados 
"establecieron juego de gallos, en lugar prohibidos". 

Considerando, que el Ministerio público único recurren-
te, funda su recurso en la violación de los artículos 54 de la 
Lei de Pollicía i 410 del Código Penal. 

Considerando, en derecho que la Lei de Policía, al acor-
dar a los Ayuntamientos la facultad de reglamentar el jue-
go de gallos, artículos 55 ha hecho una excepción al princi-
pio general que prohibe toda clase de juego de envite o azar 
contenido en el artículo 53 de la misma lei; que el juego de 
gallos en lugar prohibido, en consecuencia, no constituye 
una violación del artículo 54 que solo es aplicable a los casos 
que quedan abarcados por el principia prohibitivo del ar-
tículo 53, sino que constituye una violación al Reglamento 
Municipal que establece las reglas que deben observarse pa-
ra que el juego de gallos quede autorizado. 

Considerando, aue tomo esa infracción no tiene una pe-
na determinada por la Lei de Policía, su sanción queda regi-
da por el artículo 101 de la lei citada. 

Por tales motivos, rechaza dl recurso de casación inter-
puesto por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de La Vega, contra sentencia del Juzgado de lra. Ins-
tancia del mismo Distrito Judicial de fecha veintidos de 
marzo de mil novecientos veinte, i declara los costo de oficio. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— Andrés J. Montolío.— A. Woss y Gil.— P. Báez La-
vv.stida.— D. Rodríguez Montaña. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día diez i nueve de agosto de mil novecientos veintei uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A..Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la seriara 
Carmela Ferdandez, mayor de edad, soltera, de este domici-
lio ir esidencia, contra sentencia dictada por la Alcaldía de 
la Tercera Circunscrijción de la común de Santo Domingo, 
en funciones de Tribunal de Higiene, de fecha veinte de ma-
yo de mil novecientos veinte, que le condena a veinte i cinco 
pesos oro de multa i al pago de los costos, por ejercer la 
prostitución clandestina en esta ciudad. 

Vista el acta dél recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Alcaldía, de fecha veinte de mayo de mil nove-
cientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
. Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República. 

La Su.prema Corte, después de haber deliberado i visto 
él artículo 163 del Código de Procedimiento criminal, i 24 
de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que el veinte de mayo de mil novecientas 
veinte el oficial de Sanidad del Distrito No. 1, sometió al 
Juez Alcalde de la Tercera Circunscripción de la común de 
Santo Domingo> a la señora Carmela Fernandez prevenida 
de ejercer la prostitución clandestina, según le fué denun-
ciado por la Guardia Nacional Dominicana. 
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i Luis de Jesús Almanzar, a cinco días de prisión i cinco pe-
sos de multa cada uno, por juego de gallos en lugar i día 
prohibidos. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado de Primera' Instancia, de fecha vein-
tares de marzo de mil novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos 

los artículos 55 i 101 de la Lei de Policía, i 26 de la Lei sobre 
Procedimiento de Casación. 

Considerando, en hecho que el Juez del fondo reconoció 
en la sentencia que motiva este recurso, que los condenados 
"establecieron juego de gallos, en lugar prohibidos". 

Considerando, que el Ministerio público único recurren-
te, funda su recurso en la violación de los artículos 54 de la 
Lei de Poilicía i 410 del Código Penal. 

Considerando, en derecho que la Lei de Policía, al acor-
dar a los Ayuntamientos la facultad de reglamentar el jue-
go de gallos, artículos 55 ha hecho una excepción al princi-
pio general que prohibe toda clase de juego de envite o azar 
contenido en el artículo 53 de la misma lei; que el juego de 
gallos en lugar prohibido, en consecuencia, no constituye 
una violación del artículo 54 que solo es aplicable a los casos 
que quedan abarcados por el principio prohibitivo del ar-
tículo 53, sino que constituye una violación al Reglamento 
Municipal que establece las reglas que deben observarse pa-
ra que el juego de gallos quede autorizado. 

Considerando, aue tomo esa infracción no tiene una pe-
na determinada por la Lei de Policía, su sanción queda regi-
da por el artículo 101 de la lei citada. 

Por tales motivos, rechaza él recurso de casación inter-
,puesto por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de La Vega, contra sentencia del Juzgado de lra. Ins-
tancia del mismo Distrito Judicial de fecha veintidos de 
marzo de mil novecientos veinte, i declara los costo de oficio. 

(F:rrnados) M. de J. González 11.— Augusto A. Jupi-
ter.— Andrés J. Montolío.— A. Woss y Gil.— P. Báez La-
vastida.— D. Rodríguez Montaño. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día diez i nueve de agosto de mil novecientos veint,ei uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A..Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de aa República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 
Carmela Ferdandez, mayor de edad, soltera, de este domici-
lio ir esidencia, contra sentencia dictada por la Alcaldía de 
la Tercera Circunscrijción de la común de Santo Domingo, 
en funciones de Tribunal de Higiene, de fecha veinte de ma-
yo de mil novecientos veinte, que le condena a veinte i cinco 
pesos oro de multa i al pago de los costos, por ejercer la 
prostitución clandestina en esta ciudad. 

Vista el acta dél recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Alcaldía, de fecha veinte de mayo de mil nove-
cientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrada Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Su.prema Corte, después de haber deliberado i visto 

él artículo 163 del Código de Procedimiento criminal, i 24 
de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que el veinte de may-o de mil novecientos 
veinte el oficial de Sanidad del Distrito No. 1, sometió al 
Juez Alcalde de 'la Tercera Circunscripción de la común de 
Santo Domingo, a la señora Carmela Fernandez prevenida 
de ejercer la prostitución clandestina, según le fué denun-
ciado por la Guardia Nacional Dominicana. 
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Considerando, que el mismo día veinte de mayo de mil 
novecientos veinte, el Juez Alcalde en funciones de Tribunal 
de Higiene, condenó a la prevenida sin demostrar en su un_ 
tencia la comprobación del hecho, ni los fundamentos de de-
recho en apoyo de la pena. 

Considerando, que el Licdo. Daniel D. Ramón, en nom-
bre de la recurrente adujo como agravios contra-la senten-
cia, la violación de los artículos 154 i 163 del Código de Pro-
cedimiento criminal i 11 de la Lei de PoliCía. 

;Considerando, que la Lei de Sanidad no determina', la 
forma que deben observar los alcaldes en 'la redacción de sus 
sentencias en materia de Sanidad; que en el caso deben ob-
servar las oue les establece el derecho común. 

Considerando, nue la falta de motivos en toda sentencia 
condenatoria definitiva pronunciada por el Juez Alcalde en 
funciones de Juez de Policía, conlleva la nulidad de la mis-
ma (artículo 163 del Código de Procedimiento criminal) ; 
que compro'bada esa nulidad la Suprema Corte debe pronun-
ciarla sin entrar en el examen de los otros medios que hayan 
podido aducIrse, por ser aouella de orden público. 

Considerando, que la sentencia impugnada carece de 
motivos tanto en hecho como en derecho, que en consecuen-
cia puede él declararla nula, í enviar el conocimiento de la 
causa a otro -Tribunal de la misma categoría (acápite) del 
artículo 24 de la Lei sobre Procedimiento de Casación). 

Por tales motivos, casa la sentencia de la Alcaldía de la 
Tercera Circunscripción de la común de Santo Domingo, de 
fecha veinte de mayo de mil novecientos veinte, nue conde-
na a la señora Carmela Fernández a pagar veinte i cinco 
pesos oro de multa i los costos, por ejercer la prostitución 
clandestina en esta ciudad, i se envía esta causa para su co-
nocimiento ante el Alcalde de la Primera Circunscripción de 
la común de Santo Domingo. 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montaño.— A. Woss y Gil.— Andrés J. 
Montolío.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día veintiseis de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
ci_ue yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez.  

""/ 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Agustín Hernández, mayor de edad, casado, comerciante, de 
este domicilio i residencia, contra sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
de fecha treinta de abril de mil novecientos veinte, que ab-
suelve al señor Marcos Gómez Alardo, del delito de gravi-
dez de la menor Josefa Hernández. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado de Primer,a Instancia de fecha diez 
de mayo de mil novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General. 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vis-

tos los artículos 26 i 71 de la Lei sobre Procedimiento de 
Casación. 

'Considerando, que según la sentencia motivo de este re-
curso, el veinticuatro de marzo de mil novecientos veinte, la 
nombrada Josefa Hernández sirvienta de la casa del señor 
Luis E. Gómez, dijo haber tomado una cantidad de ácido fé-
nico por sentirse grávida del joven MarCos Gómez Alardo, 
quien la sedujo prometiéndole mudarla. 

Considerando, que absuelto el acusado por falta de 
pruebas, elseñor Agustín Hernández, sedicente hermano de 
la agraviada, interpuso el presente recurso de casación en 
su propio nombre i sin haber sido parte civil en el juicio. 

Considerando, que en materia penal solo "pueden pedir 
Ia casación de una sentencia, el condenado, el ministerio pú-
blico, la parte civtl i las personas civilmente responsables" 
(artículo 26 de la Lei sobre Procedimiento de Casación) ; 
que no estando el recurrente señor Agustín Hernández, en 
ninguno de los casos requeridos !por el artículo 26 para po- 
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Considerando, que el mismo día veinte de mayo de mil 
novecientos veinte, el Juez Alcalde en funciones de Tribunal 
de Higiene, condenó a la pre‘-enida sin demostrar en su sen-
tencia la comprobación del hecho, ni los fundamentos de de-
recho en apoyo de la pena. 

Considerando, que el Licdo. Daniel D. Ram6n, en nom-
bre de la recurrente adujo como agravios contra la senten-
cia, la violación de los artículos 154 i 163 del Código de Pro-
cedimiento criminal .i 11 de la Lei de Panda. 

Considerando, Que la Lei de Sanidad no determiná la 
forma que deben observar los alcaldes en 'la redacción de sus 
sentencias en materia de 'Sanidad; que en el caso deben ob-
servar las Que les establece el derecho común. 

Considerando, aue la falta de motivos en toda sentencia 
condenatoria definitiva pronunciada por el Juez Alcalde en 
funciones de Juez de Policía, conlleva la nulidad de la mis-
ma (artículo 163 del Código de Procedimiento criminal) ; 
que comprobada esa nulidad la ¡Suprema Corte debe pronun-
ciarla sin entrar en el examen de los otros medios que hayan 
podido aducirse, por ser aquella de orden público. 

Considerando, que la sentencia impugnada carece de 
motivos tanto en hecho como en derecho, que en consecuen-
cia puede él declararla nula, enviar el conocimiento de la 
causa a otro -Tribunal de la misma categoría (acápite) del 
artículo 24 de la Lei sobre Procedimiento de Casación). 

Por tales motivos, casa la sentencia de la Alcaldía de la 
Tercera Circunscripción de la común de Santo Domingo, de 
fecha veinte de mayo de mil novecientos veinte, aue conde-
na a la señora ¡Carmela Fernández a pagar veinte i cinco 
pesos oro de multa i los coátos, por ejercer la prostitución 
clandestina en esta ciudad, i se envía esta causa para su co-
nocimiento ante el Alcalde de la Primera Circunscripción de 
la común de Santo Domingo. 

(Firmados) :VI. de J. González 151.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montaño— A. Woss y Gil.— Andrés J. 
Montolío.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia Dor los se-
ñores jueces que arriba figuran, en h. audiencia pública del 
día rveintiseis de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
e!ue yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez.  

41Z on-41' 
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DIOS, PATRIA I LII3ER 
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República Dominicana... 

lus's‘(' La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Agustín Hernández, mayor de edad, casa:do, tomerciante, de 
este domicillio i residencia, contra sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
de fecha treinta de abril de mil novecientos veinte, que ab-
sualve al señor Marcos Gómez Alardo, del delito de gravi-
dez de lalmenor Josefa Hernández. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado dé Primera Instancia de fecha diez 
de mayo de mil novecientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vis-

tos los artículos 26 i 71 de la Lei sabre Procedimiento de 
Casación. 

Considerando,, que según la sentencia motivo de este re-
curso, el veinticuatro de marzo de mil novecientos veinte, la 
nombrada Josefa Hernández sirvienta de la casa del señor 
Luis E. Gómez, dijo haber tomado una cantidad de ácido fé-
nico por sentirse grávida del joven Marcos Gómez Alardo, 
quien la sedujo prometiéndole mudarla. 

Considerando, que absuelto el acusado por falta de 
pruebas, el...señor Agustín Hernández, sedicente hermano de 
la agraviada, interpuso el ¡presente recurso de casación en 
su propio nombre i sin haber sido parte civil en el juicio. 

Considerando, que en materia penal solo "pueden pedir 
la casación de una sentencia, el condenado, el ministerio pú-
blico, la parte civil i las personas civilment2 responsables" 
(artículo 26 de la Lei sobre Procedimiento de Casación) ; 
que no estando el recurrente señor Agustín Hernández, en 
ninguno de los casos requeridos por el artículo 26 para po- 
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cretaría de la Alcaldía de fecha ocho de mayo de mil nove-
cientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema-Corte de Justicia, después de haber delibe-

rado i vistos los artículos 163 del Código de Procedimien-
to Criminal 13 i 24 de la Lei sobre Procedimiento de Casa-
ción. 

Considerando, que él ,seis de mayo de mil novecientos 
veinte, el agente de la Policía Escolar de La Victoria citó a 
la señora Valentina Valdez por ante el Juez de la común co-
mo infractora a la Lei de Instrucción Obligatoria (Orden 
Ejecutiva No. 114) por no estar inscrito en ninguna escuela 
el menor Porfirio Valdez; que el día ocho el Juez Alcalde 
condenó a la señora Valdez a las penas ya enunciadas. 

Considerando, que lq señora Valdez se proveyó en casa-
ción contra ese fallo, por creerse amparada por las disposi-
ciones de los artículos 3°, .inciso 2, 4 inciso 1 i 78 de la Lei de 
Instrucción Obligatoria. 

Considerando, que el Ministerio Público señala la vio-
lación del artículo 163 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, como vicio radical que invalida la predicha sentencia. 

Considerando, que el Juez Alcalde al pronunciar su sen-
tencia no expresó los motivos que en hecho i en derecho for-
maron su convicción. 

Considerando, que todo fallo condenatorio definitivo dado 
por el Juez Alcalde en funciones de Juez de Policía debe ser 
motivado a pena de nulidad (art. 163 del Código de Procedi-
miento Criminal) ; que no estándolo la sentencia impugna-
da ha violado el cita,do art. 163 i procede declarar su nuli-
dad i enviar el asunto a otro tribunal de la misma categoría, 
sin entrar en ninguna lotra consideración de derecho. 

Por tale,s motivos, casa la sentencia del Juez Alcalde 
de La Victoria de fecha ocho de may-o de mil novecientos 
veinte, que condena a la señora Valentina Validez al pago de 
una multa de cinco pesos oro o a cinco días de arresto i al 
pago de los costos. 'Envía el asunto al Juez Alcalde de la 
común de Villa Mella.— (Fdos) M. de J. González M.— Au- 
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der pedir la casa,ción de una sentencia su recurso es impre_ 
cedente, i como tal debe ser rechazado. 

Por tales motivos, se rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por el señor Agustín Hernández contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, de fecha treinta de abril de mil novecien-
tos veinte, que absuelve al señor Marcos Gómez Alardo, in-
culpado de gravidez en la nombrada Josefa Hernández, por 
falta de pruebas i se condena al recurrente al pago de los 
costos de este recurs.o 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. Montolío.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en 'la audiencia pública del 
día veintitseis de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 
Valentina Valdez, mayor de edad, soltera, del domicilio i re-
sidencia de 'la común de La Victoria, contra sentencia dicta-
da por la Akaldía de esta común de fecha ocho de mayo de 
mil novecientos veinte oue la condena al pago de una multa 
de cinco pesos oro o cinco días de arresto i al pago de los 
costos por haber violado el artículo 1° de la Lei de Instruc-
ción Obligatoria, Orden Ejecutiva No. 114. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se- 
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der pedir la casación de una sentencia su recurso es impro-
cedente, i como tal debe ser rechazado. 

Por tales motivos, se rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por dl señor Azustín Hernández contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, de fecha treinta de abril de mil novecien-
tos veinte, que absuelve al señor Marcos Gómez Alardo, in-
culpado de gravidez en la nombrada Josefa Hernández, por 
falta de pruebas i se condena al recurrente al pago de los 
costos de este recurs.o 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. Montcdío.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñor es jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día veintitseis de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 
Valentina Valdez, mayor de edad, soltera, del domicilio i re-
sidencia de 'la común de La Victoria, contra sentencia dicta-
da por la Alcaldía de esta común de fecha ocho de mayo de 
mil novecientos veinte aue la condena al pago de una multa 
de cinco pesos oro o cinco días de arresto i al pago de los 
costos por haber violado el artículo 1° de la Lei de Instruc-
ción Obligatoria, Orden Ejecutiva No. 114. 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se- 
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cretaría de la Alcaldía de fecha ocho de mayo de mil nove-
cientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema-Corte de Justicia, después de haber delibe-

rado i vistos los artículos 163 del Código de Procedimien-
to Criminal 13 i 24 de la Lei sobre Procedimiento de Casa-
ción. 

Considerando, que el seis de mayo de mil novecientos 
veinte, el agente de la Policía Escolar ,de La Victoria citó a 
la señora Valentina Valdez por ante el Juez de la común co-
mo infractora a la Lei de Instrucción Obligatoria (Orden 
Ejecutiva No. 114) por no estar inscrito en ninguna escuela 
el menor Porfirio Valdez ; que el día ocho el Juez Alcalde 
condenó a la señora Valdez a las penas ya enunciadas. 

Considerando, que lq señora Valdez se proveyó en casa- 
, ción contra ese fallo, por creerse amparada por las disposi-

ciones de los artículos 3°, inciso 2, 4 inciso 1 i 78 de la Lei de 
Instrucción Obligatoria. 

Considerando, que el Ministerio Público señala la vio-
lación del artículo 163 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, como vicio radical que invalida aa predicha sentencia. 

Considerando, aue el Juez Alcalde al pronunciar su sen- 
, tencia no expresó llos motivos que en hecho i en derecho for- 
1, maron su convicción. 

Considerando, que todo fallo condenatorio definitivo dado 
por el Juez Alcalde en funciones de Juez de Policía debe ser 
motivado a pena de nulidad (art. 163 del Código de Procedi-
miento Criminal) ; que no estándolo la sentencia impugna-
da ha violado el citado art. 163 i procede declarar su nuli-
dad i enviar el asunto a otró tribunal de la misma categoría, 
sin entrar en ninguna otra consideración de derecho. 

Por tales motivos, casa la sentencia del Juez Alcalde 
de La Victoria de fecha ocho de mayo de mil novecientos 
veinte, que condena a la señora Valentina Validez al pago de 
una multa de cinco pesos oro o a cinco días de arresto i al 
pago de los costos. Envía el asunto al Juez Alcalde de la 
común de Villa Mella.— (Fdos) M. de J. González M.— Au- 
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der pedir la casación de una sentencia su recurso es impro-
cedente, i como tal debe ser rechazado. 

3 

Por tales motivos, se rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por el señor Agustín Hernández contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, de fecha treinta de abril de mil novecien-
tos veinte, que absuelve al señor Marcos Góméz Alardo, in-
culpado de gravidez en la nombrada Josefa Hernández, por 
falta de pruebas i se condena al recurrente al pago de los 
costos de este recurs.o 

(Firmados) M. de J. González M.— Augusto A. Jupi-
ter.— D. Rodríguez Montafio.— Andrés J. Montolío.— A. 
Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñor es jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día veintitseis de agosto de mil novecientos veinte i uno, lo 
que yo, Secretario General, certifico. 

(Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 
Valentina Valdez, mayor de edad, soltera, del domicilio i re-
sidencia de 'la común de La Victoria, contra sentencia dicta-
da por la Alcaldía de esta común de fecha ocho de mayo de 
mil novecientos veinte nue la condena al pago de una multa 
de cinco pesos oro o cinco días de arresto i al pago de los 
costos por haber violado el artículo 1° de la Lei de Instruc-
ción Obligatoria, Orden Ejecutiva No. 114. 

Vista el acta dél recurso de casación levantada en la Se- 

cretaría de la Alcaldía de fecha ocho de mayo de mil nove-
cientos veinte. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema-Corte de Justicia, después de haber delibe-

rado i vistos los artículos 163 del Código de Procedimien-
to Criminal 1.1 i 24 de la Lei sobre Procedimiento de Casa-
ción. 

Considerando, que el seis de mayo de mil novecientos 
veinte, el agente de la Policía Escolar ,cle La Victoria citó a 
la señora Valentina Valdez por ante el Juez de la común co-
mo infractora a la Lei de Instrucción Obligatoria (Orden 
Ejecutiva No. 114) por no estar inscrito en ninguna escuela 
el menor Porfirio Valdez ; que el día ocho el Juez Alcalde 
condenó a la señora Valdez a las penas ya enunciadas. 

Considerando, que 14 señora Valdez se :proveyó en casa-
ción contra ese fallo, por creerse amparada por las disposi-
ciones de los artículos 3°, 'inciso 2, 4 inciso 1 i 78 de la Lei de 
Instrucción Obligatoria. 

Considerando, que el Ministerio Público señala la vio-
lación del artículo 163 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, como vicio radical que invalida ;la ¡predicha sentencia. 

'Considerando, aue el Juez Alcalde al pronunciar su sen-
tencia no expresó los motivos que en hecho i en derecho for-
maron su convicción. 

Considerando, que todo fallo condenatorio definitivo dado 
por el Juez Alcalde en funciones de Juez de Policía debe ser 
motivado a pena de nulidad (art. 163 del Código de Procedi-
miento Criminal) ; que no estándolo la sentencia impugna-
da ha violado el citado art. 163 i procede declarar su nuli-
dad i enviar el asunto a otrh tribunal de la misma categoría, 
sin entrar en ninguna otra consideración de derecho. 

Por tales motivos, casa la sentencia del Juez Alcalde 
de La Victoria de fecha ocho de mayo de mil novecientos 
veinte, que condena a la señora Valentina Validez al pago de 
una multa de cinco pesos oro o a cinco días de arresto i al 
pago de los costos. Envía el asunto al Juez Alcalde de la 
común de Villa Mella.— (Fdos) M. de J. González M.— Au- 
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gusto A. Jupiter.—D. Rodríguez Montario.—Andrés J. Mon.. 
tolío.— A. Woss y Gil.— P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día treinta i uno de agosto de mil novecientos veinte i uno, 
lo que yo, Secretario General, certifico.— (Fdo) Eug. A. Al-
varez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Felipe Marión, propietario, de este domicilio i residencia, 
contra sentencia de la Corte de Arpelación del Departamen-
to de Santo Domingo, de fecha once de Agosto de mil nove-
cientos diez i nueve. 

Visto el memorial presentado por el abogado del recu-
rente Lic. Migudl A. Pichardo O., en el cual se alega contra 
la sentencia impugnada la violación de los artículos 1341, 
1603, 1604 ,i 1606 del Código Civil. 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator. 
Oído: al Lic. Eduardo V. Vicioso, abogado del señor 

Anibal Ramírez, en su escrito de réfilica i sus conclusiones. 
Oído: dl dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos 
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los artículos 1341, 1603, 1604 i 1606 del Código Civil i 71 
de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que seri hechos constantes según la sen-
tencia impugnada: que en fecha veinte i cuatro de Octubre 
de mil novecientos diez i siete el señor Anibal Ramírez ven-
dió al señor Felipe Marión, según acto pasado por ante el 
notario Julio de Soto dos coches, marcados con los números 
83 i 71, una yegua i tres caballos, por la suma de trescientos 
ochenta i un pesos cincuenta i dos centavos; que por el mis-
mo acto el señor Felipe Marión se comprometió a vender los 
mismos efectos en un plazo de siete meses al señor Octavia-
no Portuondo; que en fecha diez i siete de Diciembre de mil 
novecientos diez i siete el señor Felipe Marión intimó al se-
ñor Anibal Ramírez la entrega de los efectos que le había 
comprado, a lo que contestó el señor Ramírez en fecha cua-
tro de Enero de mil novecientos diez i ocho que no podía de-
ferir a la intimación quese )1e había hecho ,porque no retenía 
ni había retenido nunca In su poder efectos pertenecientes 
al señor Marión, i que entendía que desde la fecha de la ven-
ta que hizo al señor Marión (24 de Octubre de 1917) por an-
te el Notario Soto, los efectos vendidos se encuentran en po-
der del señor Octaviano Portuondo por convenio entre Ma- • 
rión i Portuondo.— Considerando: que el serior Felipe Ma-
rión demandó al señor Anibal Ramírez por ante el Juzgado 
de Primera Instancia para que se oyese condenar a entre-
garle los dos coches con sus accesorios i los tres animales que 
le vendió; i a pagarle una indemnización por darlos i perjui-
cios.— Considerando: que el señor Anibal Ramírez pidió 
ante el Juzgado de Primera Instancia que se rechazara la 
demanda del señor Marión, o se ordenara el interrogatorio 
del señor Octaviano Portuondo acerca de si era cierto que 
el señor Marión le había prestado una suma de dinero para 
pagar a Ramírez; a que título tiene en su poder los coches 

caballos que reclama el señor Marión; auien se los entregó, 
por orden de quien i en virtud de que convenio.— Conside-
rando: que el Juzgado de Primera Instancia por sentencia 
de fecha veinte i tres de Octubre de mil novecientos diez i 
ocho ordenó el interrogatorio del señor Octaviano Portuon-
do sobre los hechos siguientes: 1° si es cierto que el señor 
Felipe Marión le prestó una suma de dinero para pagar a 
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